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Introducción
Los pueblos indígenas y originarios comparten vínculos ancestrales y colectivos con las tierras que habitan y sus 
recursos naturales, y se identifican como tales de acuerdo a sus propios usos y costumbres1. En el mundo, se 
estima que existen un aproximado de 476 millones de personas indígenas, representando, por un lado, el  6 % 
de la población mundial y, por otro, el 19 % de las personas extremadamente pobres.

Según cifras oficiales en el Perú existen 55 Pueblos Indígenas u Originarios de los Andes y la Amazonía, que se 
organizan principalmente en comunidades campesinas y nativas, representando aproximadamente el 6,9 % de 
la población nacional2.

Aunado a ello, sus miembros suelen ser víctimas de todo tipo de violencia que vulneran sus derechos. La 
Defensoría del Pueblo, en el marco que la Constitución Política del Perú le confiere la defensa de los derechos 
constitucionales y fundamentales de la persona y la comunidad, ha elaborado este primer informe con la finalidad 
de abordar la problemática de violencia sexual que sufre la niñez y adolescencia indígena awajún en la provincia 
de Condorcanqui.

Según la ENDES 2018, más de la mitad de la población femenina indígena ha sufrido alguna vez violencia familiar y 
casi 7 de cada 100 mujeres (6,8 %) sufrió violencia sexual. Las mujeres sin nivel educativo son las más vulnerables, 
ya que el 12,3 % de ellas fueron agredidas sexualmente. 

Al respecto, el Ministerio Público reportó 526 casos de violencia sexual contra mujeres indígenas, durante el 
2018. De ellos, 411 casos corresponden a mujeres quechuas, 370 casos son por violencia sexual cometidos contra 
menores indígenas de 18 años; y 166 casos contra niños y niñas indígenas entre 11 a 14 años3. 

En esta línea, la situación de niñas, niños y adolescentes en comunidades indígenas además de la vulnerabilidad 
que tienen propio de la edad, también vienen afrontando situación de alto riego por el número de casos de 
violencia sexual que se sufre por parte de los docentes que se encuentran a cargo de brindarles el servicio 
educativo, lo que tiene mayor incidencia en las instituciones educativas de la provincia de Condorcanqui, Región 
de Amazonas.

Debido a su particular situación de vulnerabilidad, el presente documento defensorial realiza un análisis de 
exhaustivo de dicha situación y llega a conclusiones importantes en materia de protección de los derechos de 
los pueblos indígenas y el acceso a la justicia.

1	 Organización de los Estados Americanos (s/f). Pueblos indígenas.  OEA.  
	 https://www.oas.org/es/temas/pueblos_indigenas.asp
2	 Ministerio de Cultura del Perú (2020). Cartilla Informativa sobre Pueblos Indígenas u Originarios. MINCUL. 
	 https://centroderecursos.cultura.pe/sites/default/files/rb/pdf/Cartilla%20Peru%202020.pdf
3	 Informe N° 002-2019-DP/AMASPPI/PPI “Situación de los Derechos de las Mujeres Indígenas en el Perú”.

https://www.oas.org/es/temas/pueblos_indigenas.asp
https://centroderecursos.cultura.pe/sites/default/files/rb/pdf/Cartilla%20Peru%202020.pdf


CAPÍTULO 1. 

RESEÑA SOCIAL E HISTÓRICA DEL 

PERIODO 2010-2024 SOBRE LA 

VIOLENCIA SEXUAL QUE AFECTA 
A LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 
AWAJÚN EN LA PROVINCIA DE 

CONDORCANQUI, AMAZONAS



7

BALANCE DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS POR LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO Y AGENDA 
PENDIENTE PARA RESTITUIR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA NIÑEZ AWAJÚN.

Con el objetivo de tener un panorama más completo sobre la problemática de violencia sexual que sufre la niñez 
y adolescencia indígena awajún, en este capítulo abordamos una breve descripción acerca del pueblo indígena 
awajún, información y datos sobre la realidad social de la provincia de Condorcanqui y, finalmente, una reseña de 
los hechos objeto de este informe y que han sido desarrollados y recogidos en diversos informes de la Defensoría 
del Pueblo, así como en informes de otras entidades públicas.
 

1.1.	 Una descripción del pueblo indígena Awajún

De acuerdo con el Censo Nacional del año 20174,  realizado por el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática (INEI), de las 379 384 personas censadas en el departamento de Amazonas, 43 599 se 
autoidentificaron como parte de un pueblo indígena y 48 099 dominan lengua originaria. La mayor parte de 
estas cifras corresponden al pueblo indígena Awajún, seguido en menor cantidad del pueblo Wampis, cuya 
presencia territorial se ubica principalmente en la provincia de Condorcanqui. haciendo un número total de 
21 164 personas indígenas.

Históricamente, los awajún eran conocidos como aents (“personas verdaderas”), o shiwang (“personas enemigas”), 
recibieron el etnónimo de “aguaruna” ante la sorpresa de los españoles de ver varones tejedores de ropa y 
utensilios con fibras de chambira (Astrocaryum vulgare) y de algodón (Gossypium barbadense L.). Asentados 
especialmente en cinco regiones del Perú, los awajún pertenecen a la familia lingüística jíbaro junto con los 
pueblos achuar, shuar, wampis y pueblos con prácticas similares como los canelos (de habla kichwa), candoshi y 
shapra (de habla candoa)5.

Entre las décadas de 1920 y 1950, la región amazónica del Alto Marañón experimentó profundos cambios 
socioculturales y económicos6. Los viajeros y misioneros describieron el territorio awajún como hostil, hogar 
de “los más crueles infieles”. Sin embargo, los awajún tenían una historia de negociación con estos “apách” 
(no indígenas) que llegaron a su territorio, como caucheros, comerciantes, misioneros, docentes7, militares, 
migrantes andinos, quienes transformaron el espacio familiar de la selva, ahora compartido con población de 
orígenes, cultura y objetos variados8.

Este contacto intercultural brindó a los pueblos indígenas awajún y wampis nuevas herramientas, como el 
aprendizaje del español y habilidades comerciales. Sumado a la creación de escuelas bilingües por el Instituto 
Lingüístico de Verano y los jesuitas, llevó a la formación gradual de una sociedad mestiza compleja. 

Asimismo, en la década de 1950 surgieron las primeras comunidades nativas, que combinaron estructuras de 
autoridad indígena con modelos aprendidos del contacto. Así, la organización indígena emergió negociando entre 
lo propio y lo foráneo, en un nuevo espacio social9. Como lo sostiene Flores10, estos foráneos trajeron mercaderías, 
dinero, relaciones de explotación y nuevas enfermedades que han sido históricamente devastadoras para los 
awajún. 

De acuerdo a investigaciones de M. Brown (1984) y H. Silbers (1972), citadas por Silvia Romio, hasta las décadas 
de 1949 y 1959 “los grupos familiares awajún no tenían el tipo de autoridad de jefe o cacique establecidos en 
sus formaciones sociopolíticas”. Ello cambió en contexto de guerra y conflicto, cuando el grupo actuaba bajo el 
liderazgo y “órdenes de un hombre mayor, conocido por su bravura, elocuencia y cualidades de líder”.

4	 Censos Nacionales 2017: XII de Población, VII de Vivienda y III de Comunidades Indígenas. Ver: https://www.inei.gob.pe/
estadisticas/censos/

5	 Flores, María. “VIH/sida awajún”: nociones y experiencias de enfermedad y daño en un contexto de epidemia en la Amazonía 
peruana. 2020. Disponible en: http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0254-92122020000100235

6	 Romio, Silvia. Entre discurso político y fuerza espiritual. Fundación de las organizaciones indígenas awajún y wampis (1977-1979). 
Disponible en: https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/anthropologica/article/view/9447/10492

7	 Flores, María. “VIH/sida awajún”: nociones y experiencias de enfermedad y daño en un contexto de epidemia en la Amazonía 
peruana. 2020. Disponible en: http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0254-92122020000100235

8	 Romio, Silvia. Entre discurso político y fuerza espiritual. Fundación de las organizaciones indígenas awajún y wampis (1977-1979). 
Disponible en: https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/anthropologica/article/view/9447/10492

9	 Ibidem.
10	 Flores, María. “VIH/sida awajún”: nociones y experiencias de enfermedad y daño en un contexto de epidemia en la Amazonía 

peruana. 2020. Disponible en: http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0254-92122020000100235

https://www.inei.gob.pe/estadisticas/censos/
https://www.inei.gob.pe/estadisticas/censos/
http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0254-92122020000100235
https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/anthropologica/article/view/9447/10492
http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0254-92122020000100235
https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/anthropologica/article/view/9447/10492
http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0254-92122020000100235
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En 1960, existía un sistema jerárquico en la práctica política awajún, que se articulaba en caso de guerra y estaba 
más determinado por el camino espiritual individual que por el valor militar. El aspecto militar y las relaciones 
con los seres espirituales eran claramente el elemento dominante, y articulaban tres dimensiones distintas del 
liderazgo indígena. El waimaku, el kakajan y el pamuk. 

El waimaku era el joven que se convierte en guerrero visionario. El kakajam era un múun (líder) que gozaba 
de particular respeto por sus experiencias de guerra, y asumía una autoridad especial en contextos militares; 
por otro lado, el pamuk era un kakajam que había llegado a una edad avanzada y había acumulado numerosas 
experiencias de batalla11.

Un aspecto fundamental era el carácter de las asambleas comunitarias. Las decisiones importantes que 
involucraban a la colectividad se tomaban en estas reuniones, que podían ser de kakajam, múun o pamuk según 
las necesidades. En ese contexto, las voces de los ancianos se confrontaban, y terminaba imponiéndose la del 
guerrero con mayor carisma y autoridad en ese momento. La asamblea culminaba con la conciliación entre los 
participantes y una decisión común que involucraba a toda la comunidad12.

Por otro lado, del estudio “Entre discurso político y fuerza espiritual”13, se desprende que, a partir de 1970, 
para lograr un liderazgo ético y moral en el marco del intercambio entre comunidades nativas y la sociedad 
mestiza, los principios éticos y morales tradicionales awajún, como el waimaku y el kakajam, se convierten en los 
principios del nuevo modelo de liderazgo. 

El principio ético fundamental es alcanzar el tajimat pujut, es decir, “tener todo” o una “vida plena” en términos 
awajún. Esto se traduce en la capacidad de abundancia y de redistribuir bienes, lo cual demuestra el estatus espiritual 
y de liderazgo del individuo. Sin embargo, con la transición a las comunidades nativas y la construcción de un nuevo 
liderazgo, lograr el tajimat pujut no fue sencillo. El nuevo líder tuvo que encontrar la forma de realizar este principio 
ético-espiritual, siendo reconocido tanto dentro de su propia sociedad como frente a la sociedad occidental.

Esto llevó a que el “poder político” awajún se entendiera más como un “poder de reconocimiento” dentro de la 
propia sociedad. Elementos como ofrecer grandes cantidades de masato y tener múltiples esposas pasaron a ser 
indicadores de poder y autoridad. En el proceso de construcción de este nuevo liderazgo indígena, establecer el 
mayor número posible de alianzas externas (iglesias, Estado, organizaciones no gubernamentales, entre otros) 
y exhibir públicamente estas relaciones se convirtieron en requisitos fundamentales. Así, las nuevas formas de 
“realizar el tajimat pujut” y construir el poder político indígena fueron reconfigurándose en este contexto de 
intercambio intercultural.

En 1977, Evaristo Nugkuag Ikanan convocó la primera Asamblea General en El Cenepa, lo que llevó a la fundación 
del Consejo Aguaruna Huambisa (CAH). Este consejo unió a representantes awajún y wampis de diferentes ríos, 
marcando la primera institución indígena en consolidar políticamente a estos pueblos, superando su rivalidad 
histórica.

En mayo de 1979, el CAH se constituyó como persona jurídica, registrando sus actividades. La organización 
se estructuró en tres organismos: la Asamblea de delegados, el Comité Directivo y los órganos menores de 
ejecución. La Asamblea de delegados, compuesta por representantes de comunidades tituladas, era el órgano 
máximo de decisión y se reunía cada seis meses.

El Comité Directivo, formado por presidente, vicepresidente, tesorero y secretario, reflejaba una mezcla de 
estructura jerárquica occidental con la cultura awajún. El presidente era visto como un “waisam” o pacificador, 
mientras que el vicepresidente era comparado con un “kakajam” o guerrero, adaptando roles tradicionales a la 
nueva estructura.

El CAH promovía la unidad y el desarrollo económico, social y cultural de las comunidades, defendiendo su 
autonomía y valores culturales. La organización surgió en un contexto de amenazas externas, fortaleciendo la 

11	 Romio, Silvia. Entre discurso político y fuerza espiritual. Fundación de las organizaciones indígenas awajún y wampis (1977-1979). 
Disponible en: https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/anthropologica/article/view/9447/10492

12	 Ibidem.
13	 Ibidem.

https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/anthropologica/article/view/9447/10492
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solidaridad interna y la defensa del territorio y la cultura awajún y wampis. Esta unidad de acción y pertenencia 
étnica fue clave para enfrentar las presiones de la sociedad nacional en la selva.

Los awajún se han organizado en clanes, a través de un sistema de descendencia que reconoce tanto las 
relaciones del lado del padre y de la madre y cuya residencia es preferiblemente matrilocal. La organización social 
del pueblo awajún se ha construido en base a las relaciones de parentesco. El matrimonio era una institución 
muy importante para fortalecer alianzas parentales, marcaba el inicio a la edad adulta del hombre y de la mujer, 
pero implicaba un fuerte desbalance entre los géneros (la posibilidad de rechazo del hombre a una mujer y no 
al contrario). Tradicionalmente el matrimonio se daba entre primos cruzados bilaterales, es decir, entre primos 
descendientes de una pareja de hermano y hermana14.

La organización política de las comunidades awajún está representada por autoridades que son elegidas en 
asamblea comunal y suelen conformarse por un apu, viceapu, tesorero y secretario de actas. Si bien el apu tiene 
un papel representativo, no necesariamente es una líder con poder. El poder suele estar distribuido tanto en el 
apu, como el profesor, el sanitario, la familia más numerosas o históricamente poderosas. 

Con relación al profesor, este ocupa un papel importante y su figura fue impulsada en la selva peruana por el 
Institución Lingüístico de Verano (ILV) con la supervisión del Ministerio de Educación quien, con posterioridad, 
se hizo cargo de la educación intercultural bilingüe.15 En lo que atañe a la resolución de conflictos en el pueblo 
awajún, las comunidades nativas cuentan con reglamentos internos, cuyas sanciones varían entre ellas. Algunos 
de estos reglamentos permiten o aconsejan que se habilite la justicia ordinaria, dependiendo del ilícito y/o la 
infracción que se haya cometido. 

1.2.	 Contexto social de la provincia de Condorcanqui

Los pueblos indígenas afrontan múltiples brechas de acceso a los servicios públicos básicos, situación que data 
de muchos años de atrás, y lo que sin duda evidencia un olvidó histórico del Estado hacia esta población altamente 
vulnerable. La lejanía, las riesgosas rutas y vías de comunicación y el tiempo de traslado para llegar hacia las 
comunidades y/o localidades indígenas suelen ser los motivos de la ausencia del Estado y de la prestación de 
sus servicios, dejando en evidente indefensión a esta población.

Debido a esta particularidad de lejanía y gran itinerancia en las comunidades de Condorcanqui, se presentan 
dificultades para cerrar la brecha de la obtención del Documento Nacional de Identidad, principalmente a 
ciudadanos indígenas awajún, debido a las limitaciones geográficas, los recursos económicos y la poca presencia 
de oficinas del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, lo que implica la necesidad de que se adopten 
estrategias itinerantes que, a su vez, requieren de un presupuesto mayor16.

Un estudio del Plan Binacional, acopiando información del Censo Nacional del 2017, nos evidencia que la brecha de 
acceso a la energía eléctrica en la provincia de Condorcanqui asciende a un 83,15 %, siendo mayor a la brecha del 
30,33 % que tiene el departamento de Amazonas y del 12,86 % que se registra a nivel nacional. Está situación, sin 
duda alguna, limita el acceso a la información de la población e impide la adecuada utilización de medios electrónicos, 
en caso cuenten, para el reporte inmediato de situaciones vulneradoras de derechos a las autoridades públicas17.

En lo que corresponde al servicio de alcantarillado, Condorcanqui presenta una brecha de 95,31 % frente al 56,86 % 
del departamento de Amazonas y el 32,28 % a nivel nacional. La mayor brecha se encuentra en los distritos de 
El Cenepa y Río Santiago con casi un 100 % y Nieva con apenas un 90 %. Por otro lado, el servicio de agua es 
incipiente, en tanto que el 30,63 % de la población de Condorcanqui tiene acceso a este servicio, existiendo una 
brecha del 69,37 %, la cual, al igual que en el resto de servicios, es mayor a la reportada a nivel departamental 
(26,40 %) y a nivel nacional (17,56 %)18.

14	 Consultar para mayor detalle en: https://bdpi.cultura.gob.pe/pueblos/awajun 
15	 Consultar en: https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf 
16	 (2020). Diagnóstico de las brechas sociales y de infraestructura de la provincia de Condorcanqui, departamento de Amazonas. 

Consultar en: https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf
17	 Ibidem
18	 Ibidem

https://bdpi.cultura.gob.pe/pueblos/awajun
https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf
https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf
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Por otro lado, la vía y el medio de transporte existente en Condorcanqui es un factor determinante para el 
desarrollo de las comunidades nativas awajún y su acercamiento y proximidad a los servicios y entidades del 
Estado. Así, más de la mitad de la población de Condorcanqui se desplaza por la vía fluvial, siendo que esta vía 
de comunicación es usada por el 40 % de la población de Nieva, mientras que en El Cenepa y Río Santiago la 
utiliza el 100 % de la población. Cabe señalar que el peque, la chalupa y la canoa son los medios de transportes 
más utilizados19.

Al igual que el transporte, el acceso a la comunicación es vital, por ejemplo, para que las comunidades nativas 
puedan denunciar ante las autoridades estatales la comisión de delitos u otros hechos a las autoridades 
estatales. En Condorcanqui, el acceso de los hogares a un teléfono fijo (7 %), a un medio televisivo (28 %) o 
al internet (1 %) es aún limitado, aunque si bien el acceso a un celular es mayor (90 %), no necesariamente 
cuentan con red telefónica y si lo contasen esta es inestable e ineficiente, lo que nos evidencia una gran 
brecha digital20.

A continuación, se presenta datos oficiales respecto de la presencia de servicios y programas brindados por el 
Estado peruano en la provincia de Condorcanqui.

La provincia de Condorcanqui abarca un extenso territorio geográfico, compuesto por comunidades alejadas 
y cuyos ingresos y desplazamientos se caracterizan por ser difíciles y riesgosos. Según el Censo del 2017, 
Condorcanqui está compuesta por 189 comunidades nativas que pertenecen al pueblo indígena awajún: 109 en 
el distrito de Nieva, 62 en El Cenepa y 18 en el Río Santiago, siendo que la mayor cantidad de personas censadas 
en dicha provincia residen principalmente en la zona rural.

Con relación a la información demográfica sobre la provincia de Condorcanqui, el INEI tiene una proyección que, 
al 30 de junio de 2022, había 52 085 habitantes, de los cuales se distribuían de la siguiente manera: 20 264 en 
Nieva, 18 696 en Río Santiago y 13 122 en El Cenepa. 

Por su parte, de acuerdo a la información de la Unidad de Estadística del Ministerio de Educación (Minedu)21, en 
2023 en la provincia de Condorcanqui había en total 577 servicios educativos públicos, de los cuales 568 eran 
de educación básica regular (EBR), 3 de educación básica alternativa, 2 de educación básica especial y 3 de 
educación técnico productiva. Solo había 1 instituto de educación superior tecnológico público. 

La distribución de las instituciones educativas en la EBR, según nivel educativo y según distrito es la siguiente: 

Cuadro N.º 1
Instituciones educativas públicas de educación básica regular en la provincia de Condorcanqui, 

Amazonas

Distrito Inicial Primaria Secundaria Total

Nieva 142 126 20 288

El Cenepa 58 59 13 130

Río Santiago 64 65 21 150

Fuente: Escale, Minedu. Elaboración: Defensoría del Pueblo (2024).

Dentro del sistema educativo peruano, con datos del Minedu para el año 2023 en Condorcanqui, hubo 33 914 
estudiantes matriculados en la educación básica regular y pública, de los cuales: el 23,9 % (8091) estudió en el 
nivel inicial; el 49,0 % (16 627), en el nivel primaria; y, 27,1 % (9196), en el nivel secundaria. 

19	 (2020). Diagnóstico de las brechas sociales y de infraestructura de la provincia de Condorcanqui, departamento de Amazonas. 
Página 64. Consultar en: https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf 

20	 (2020). Diagnóstico de las brechas sociales y de infraestructura de la provincia de Condorcanqui, departamento de Amazonas. 
Página 69. Consultar en: https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf

21	 Ver: https://escale.minedu.gob.pe/magnitudes

https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf
https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf
https://escale.minedu.gob.pe/magnitudes
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Asimismo, en Amazonas se implementa el modelo de servicio educativo (MSE) de Residencia Estudiantil22 en 26 
instituciones educativas, de las cuales 17 se ejecutarían en la provincia de Condorcanqui, conforme al Padrón 
único de instituciones educativas en el ámbito rural que brindan servicio bajo el Modelo de Servicio Educativo 
Secundaria con Residencia Estudiantil23.

De las 17 II.EE. públicas que brindan el MSE con Residencia Estudiantil en Condorcanqui, 5 se ubican en el 
distrito de El Cenepa, 6 en Nieva, y 6 en Río Santiago. 

Con relación al personal docente que presta servicios en las II.EE. públicas, el Minedu registra en 2023 un total 
de 1882 profesores en la EBR, de los cuales 447 enseña en nivel inicial, 884 en el nivel primaria y 531 en el nivel 
secundaria.
 
Un aspecto preocupante de estos datos es que en el periodo 2010-2024 se presentaron 524 denuncias por 
violencia sexual ejercida por personal docente contra sus estudiantes. Los picos se produjeron en los años 2019 
y 2018 con 77 y 71 denuncias, respectivamente. 

En 2019, en la provincia de Condorcanqui había 1554 docentes públicos, lo que significa que el 4,9 % 
de ellos (77) fue objeto de una denuncia; en 2018, había 1467 profesores, y la proporción de denuncias 
fue de 4,8 %. Considerando los 1882 docentes en 2023 y las 65 denuncias registradas, ello significa una 
proporción de 3,4 %. 

Estas cifras muestran un grave problema respecto a los hechos de violencia sexual cometidos por personal 
docente en las II.EE. públicas de Condorcanqui contra sus estudiantes. Al respecto, los datos muestras que el 
Estado debe implementar acciones con carácter de urgencia para frenar estas situaciones, a fin de garantizar 
que la población escolar desarrolle su proceso educativo en entornos libres de violencia. 

Por otra parte, la salud es otro de los derechos humanos que el Estado tiene la obligación de garantizar en su 
pleno goce y ejercicio de toda su población, para ello, el Estado debe cumplir con asegurar la disponibilidad de 
establecimientos que brinden servicios de salud, así como garantizar el acceso de éstos a la población. Esta 
obligación tiene una especial connotación respecto de poblaciones en situación de vulnerabilidad, como los 
pueblos indígenas y la niñez y adolescencia, donde el Estado debe asegurar el cumplimiento de los derechos 
humanos sociales y económicos sin discriminación, con equidad y pertinencia cultural. 

Sobre este punto, el Registro Nacional de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (RENIPRESS) de 
la Superintendencia Nacional de Salud (Susalud), reporta la existencia de 83 establecimientos de salud en la 
provincia de Condorcanqui. 

Cuadro N.º 2
Establecimientos de salud públicos, según distrito, institución y categoría, en la provincia de 

Condorcanqui, Amazonas

Característica
Distrito Total en provincia 

de CondorcanquiEL Cenepa Nieva Río Santiago

Número de ES 21 35 27 83

Institución 

Gobierno regional 20 32 25 77

ESSALUD 0 1 0 1

Sanidad del Ejército 1 2 2 5

Categoría

I-1 18 22 22 62

22	 Modelo de servicio educativo aprobado regulado por la Resolución Ministerial N.º 515-2019-Midis. 
23	 Aprobado por Resolución Ministerial N.º 563-2018-Midis.
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I-2 2 3 2 7

I-3 1 8 3 12

I-4 0 1 0 1

Sin categoría 0 1 0 1

Fuente: RENIPRESS, Susalud. Elaboración: Defensoría del Pueblo (2024).

Sobre estos datos, es preocupante que en la provincia de Condorcanqui, de los 83 establecimientos de salud, el 
75,9 % (62) son de categoría I-1, es decir, del primer nivel de atención a la población, donde no existe atención de 
servicios especializados que requieren las niñas, niños y adolescentes (indígenas) que son víctimas de violencia 
sexual. 

La Guía técnica para la categorización de establecimientos del sector Salud24 tiene previsto que a partir del 
nivel II-2, los establecimientos de salud deben contar con un profesional de Psicología para brindar este 
servicio de salud especializado a la población. De acuerdo al cuadro anterior, en Condorcanqui no existe un 
establecimiento II-2, lo cual se constituye en una barrera para que las víctimas de violencia sexual en general, 
y los niños, niñas y adolescentes indígenas en particular, accedan a un servicio de salud mental especializado 
que les brinde el acompañamiento y contención necesarios frente al evento traumático que constituye el 
referido delito.  

Asimismo, considerando que la atención de la salud es un servicio público cuyo alcance debe llegar hasta la 
última comunidad que exista en nuestra frontera, preocupa que la provincia de Condorcanqui, ubicada en la zona 
fronteriza con Ecuador, carezca de una cobertura plena de este servicio, y que, en los casos en que se cuente con 
establecimientos de salud, sus condiciones no son óptimas Así, un documento25 emitido por el Plan Binacional, 
junto a otras entidades, señala que el 23,3 % de establecimientos de salud requieren construcción de nueva 
infraestructura, mientras el 75,3 % requiere mantenimiento.

El ejercicio del derecho al disfrute de más alto nivel posible de salud es fundamental para que una persona pueda 
ejercer plenamente su derecho a la educación. Para ello, los servicios de salud requieren de profesionales que 
permita cubrir dicha demanda, sin embargo, ello no ocurre en la provincia de Condorcanqui. El documento citado, 
señaló la falta de 280 puestos de trabajo y 21 médicos para cubrir los 83 establecimientos de salud existentes 
en la zona, lo que evidentemente produce que el personal de salud exceda sus funciones, generando brechas en 
la vacunación y altos índices de anemia y desnutrición26. 

La situación se torna aún más adversa al considerar el impacto que generó el VIH/Sida en las comunidades 
awajún, incorporando nuevas concepciones sobre enfermedad y daño a su vida. Sobre el particular, la enfermedad 
del Sida es entendida como “jata sida” y brujería con síntoma de sida como “waweamu son síntoma de sida”, lo 
que constituye la incorporación de dicha condición a la cosmovisión awajún, desde el 2005, cuando se habría 
producido la primera muerte por esta enfermedad en el distrito de El Cenepa27. Sin embargo, el Ministerio de 
Salud habría registrado las muertes asociadas al sida a partir del 2010. 

De acuerdo, al estudio “VIH/sida awajún: nociones y experiencias de enfermedad y daño”, aproximadamente el 
1,9 % de la población del distrito El Cenepa es seropositiva. Esta incidencia se duplica en algunas comunidades, 
donde al menos el 4,6 % —e incluso el 7 %— de su población ha sido diagnosticada con VIH por los puestos de 
salud de la Red de Salud Condorcanqui en el 2018. Asimismo, entre enero de 2010 y junio de 2018 se habrían 
diagnosticado 196 casos de VIH en dicho distrito. Siendo esta enfermedad un vector de muerte y devastación en 
el territorio awajún28, afectando a miembros de las familias. 

Por otro lado, la Defensoría del Pueblo ha establecido previamente que los programas sociales del Estado son 
creados y ejecutados para “propiciar el ejercicio de los derechos fundamentales de las personas, principalmente 

24	 Aprobada por Resolución Ministerial N.º 076-2014/Minsa, de fecha 29 de enero de 2014. 
25	 (2020). Diagnóstico de las brechas sociales y de infraestructura de la provincia de Condorcanqui, departamento de Amazonas. 

Página 129. Consultar en: https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf
26	 Ibidem
27	 Flores, María. “VIH/sida awajún”: nociones y experiencias de enfermedad y daño en un contexto de epidemia en la Amazonía 

peruana. 2020.
28	 Ibidem.

https://planbinacional.org.pe/wp-content/uploads/2020/11/Diagnostico-de-las-brechas-sociales-INT.pdf
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de aquellos individuos y grupos humanos pobres y extremadamente pobres y, en consecuencia, víctimas de 
exclusión social”29.

En esa línea, existe una vinculación estrecha entre el ejercicio pleno y equitativo de los derechos humanos por 
parte de la población en mayor situación de vulnerabilidad y los programas sociales. El Ministerio de Desarrollo 
e Inclusión Social, como ente rector del Sistema Nacional de Inclusión y Desarrollo Social (Sinadis)30, tiene una 
definición operativa de los programas sociales, a saber:

“Toda intervención pública, previamente planificada y articulada de acciones, prestaciones y beneficios temporales, 
estructurada a través de objetivos, estrategias, instrumentos y metas, que brinden bienes y/o servicios destinados 
a lograr un propósito específico sobre personas o poblaciones en situación de pobreza, vulnerabilidad o riesgo 
social, con el fin de atender una necesidad urgente o revertir un problema que les afecte”31.

Sobre este punto, resulta relevante que el Estado peruano asegure el acceso a programas sociales a la población 
en situación de vulnerabilidad, tales como los pueblos indígenas. En la provincia de Condorcanqui existe la 
presencia del Estado a través de algunos programas sociales, que brindan bienes y servicios a la población. 

Cuadro N.º 3
Programas sociales en Condorcanqui, Amazonas

Programa social Cobertura

Cuna Más

Niños y niñas atendidos en el Servicio de Cuidado Diurno 60

Familias atendidas en el Servicio de Acompañamiento a Familias 3217

Juntos

Hogares afiliados 8035

Hogares abonados 7413

Pensión 65

Usuarios 1802

Qali Warma

Niños y niñas atendidos 32 122

Instituciones educativas beneficiarias 507

Contigo 

Usuarios 643

Fuente: InfoMidis, Midis. Elaboración: Defensoría del Pueblo (2024).

Como se puede advertir del cuadro anterior, la presencia de programas sociales en la provincia de Condorcanqui 
es relativamente menor, a pesar de la relevancia que tiene que aquéllos se brinden a las poblaciones en condición 
de mayor pobreza y exclusión. En esa línea, mediante la Resolución Ministerial N.º 227-2014-Midis, de fecha 25 
de septiembre de 2014, el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social dispuso que, sobre la base del criterio 
geográfico determinado por la Dirección General de Gestión de Usuarios, “la Unidad Central de Focalización 
otorgue la clasificación socioeconómica de pobre extremo a las personas que forman parte de los pueblos 
indígenas en la Amazonía Peruana, comprendidos en la Base de Datos Oficial de Pueblos Indígenas, listado en 
la Resolución Ministerial N.º 321-2014-MC, o la que la reemplace o actualice”32.

29	 Informe de Adjuntía N.º 001-201-DP/APCSG-PEPPCPP, Aportes de la Defensoría del Pueblo a la Promoción de la Ética Pública 
en los Programas Sociales del Estado; página 16. Se puede acceder al documento a través de este enlace: https://www.defensoria.
gob.pe/informes/informe-no-001-2011-dp-apcsg-peppcpp/

30	 Ley N.° 29792, Ley de Creación, Organización y Funciones del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, artículo 6 literal e.
31	 Directiva N.° 005-2018-MIDIS, Directiva que regula la operatividad del Registro Nacional de Programas Sociales, numeral 5.6 

de la parte 5 Definiciones; aprobada por la Resolución Ministerial N.º 092-2018-Midis.
32	 Resolución Ministerial N.º 227-2014-Midis, del 25 de setiembre de 2014. En: https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/

file/231905/7324_RM_227_2014MIDIS.pdf20181203-3039-qxv9db.pdf?v=1543878642

https://www.defensoria.gob.pe/informes/informe-no-001-2011-dp-apcsg-peppcpp/
https://www.defensoria.gob.pe/informes/informe-no-001-2011-dp-apcsg-peppcpp/
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/231905/7324_RM_227_2014MIDIS.pdf20181203-3039-qxv9db.pdf?v=1543878642
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/231905/7324_RM_227_2014MIDIS.pdf20181203-3039-qxv9db.pdf?v=1543878642
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1.3.	 Reseña de los hechos de violencia sexual contra la niñez indígena en Condorcanqui, en 
el periodo 2010-2024

En las comunidades indígenas predomina la educación intercultural bilingüe, cuya implementación recae en el 
Ministerio de Educación y la cual se ha dado mayoritariamente en los niveles de inicial y primaria. Asimismo, 
impera en dichos territorios el servicio educativo de secundaria con residencias estudiantiles, el cual permite 
que los estudiantes que viven en zonas alejadas puedan albergarse en estas y acceder al servicio educativo, con 
el fin de eliminar la barrera del transporte y los riesgos a su integridad que ello implica33.

Sin embargo, el ejercicio del derecho a la educación en los pueblos indígenas no es el adecuado ni el óptimo, 
principalmente en las zonas amazónicas. El documento elaborado por el Plan Binacional, el Ceplan y otras 
entidades, en el año 2020, reveló que las escuelas de básica regular de la provincia de Condorcanqui presentan 
problemas de infraestructura y brechas de acceso a los servicios básicos de agua, electricidad, desagüe y acceso 
a internet, encontrándose esta realidad predominantemente en los distritos de El Cenepa y Río Santiago.

Esta realidad problemática no ha sido ajena a la labor de la Defensoría del Pueblo. En el año 2015, luego de un 
viaje de supervisión efectuado a comunidades awajún del distrito de El Cenepa, se advirtió que las condiciones 
de las residencias estudiantiles exponían a los estudiantes a ser potenciales víctimas de delitos contra la libertad 
sexual y trata de personas, así como el riesgo de embarazo adolescente. Entre las razones se encontraron la 
desorganización, la ausencia de gestión y la pésima infraestructura en la que se encontraban34.

Por otro lado, a través de un informe institucional elaborado en el año 2017, la Defensoría del Pueblo dio a 
conocer que las niñas y adolescentes indígenas enfrentaban una serie de obstáculos que las afectan de manera 
diferenciada, sumados a las barreras estructurales de tipo geográfico, económico, sociocultural, lingüístico o de 
organización, que las coloca en una situación de mayor vulnerabilidad y desventaja, impidiéndoles el ejercicio de 
sus derechos y el acceso a los servicios públicos que brinda el Estado. 

Este informe permitió advertir las limitaciones para el acceso, permanencia y culminación del servicio educativo 
de las niñas y adolescentes, el incremento de embarazos adolescentes, la necesidad de robustecer acciones para 
brindar una educación sexual integral en las escuelas indígenas y garantizar el acceso a información y métodos 
anticonceptivos, así como la violencia sexual contra las niñas y adolescentes ejercida por los docentes en las 
escuelas amazónicas. 

Respecto a los actos de violencia sexual, se evidenció que estos presentaban problemas vinculados a las 
condiciones geográficas y socioculturales que incidían en su comisión, sumado a la falta de capacidad 
institucional, la ausencia de control y complicidad de la comunidad educativa. Por otro lado, se advirtieron las 
limitaciones del Sector Educación para activar los mecanismos de denuncia y sanción de estos actos, la lejanía 
y falta de conectividad de las comunidades, y la falta de presupuesto para la investigación de parte de las 
entidades competentes alimentando así la impunidad.

Para el año 2018, la Oficina Defensorial de Amazonas supervisó la actuación de las Ugel Condorcanqui e IBIR 
Imaza sobre las denuncias por violencia sexual contra estudiantes en escuelas de las provincias de Condorcanqui 
y Bagua entre el 2012 al 2017.35 El resultado fue alarmante: el 64 % de investigaciones por violencia sexual 
escolar habían prescrito, a pesar de que estos resultados se pusieron en conocimiento de la DRE Amazonas.

La Contraloría General de la República también ha intervenido en las Ugel antes señaladas. En el 2019, auditó 
177 denuncias —y sus expedientes— por violencia sexual contra estudiantes, identificando deficiencias en su 
tramitaciones, como la falta de informes preliminares para la instauración de un procedimiento administrativo 
disciplinario y la omisión de dar aviso al Ministerio Público en 92 denuncias, lo que evidencia la necesidad de 
que las Ugel deban contar con un soporte y una fiscalización permanente que garantice  la aplicación de la 
normatividad pertinente para sancionar administrativamente a los docentes denunciados.

33	 Resolución Ministerial N.º 515-2021-MINEDU, del 20 de diciembre del 2021. En: https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/
file/2633511/RM%20515.pdf.pdf 

34	 Informe N.º 001-2015-DP/AMASPPI-PPI. “La situación de los internados estudiantiles en las regiones de Amazonas y Loreto”. 
Consultar en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-N-001-2015-DP-AMASPI-PPI.pdf

35	 Oficio N.º 084-2018-DP/OD-AMZ, del 8 de febrero del 2018.

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/2633511/RM%20515.pdf.pdf
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/2633511/RM%20515.pdf.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-N-001-2015-DP-AMASPI-PPI.pdf
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Por otro lado, entre el 201836, 202237 y 202438, la Defensoría del Pueblo ha exigido al Ministerio Público 
implementar una Cámara Gesell en la provincia de Condorcanqui para optimizar y diligenciar adecuadamente 
las investigaciones sobre hechos de violencia sexual contra niñas y adolescentes, pues, ante la ausencia de esta, 
debían recurrir hasta Bagua, generando mayores costos y riesgos a la integridad de las víctimas. La impunidad 
de los casos de violencia sexual, no solo se advierte en el ámbito administrativo sino también en lo penal, cuyas 
sanciones, que son privativas de la libertad, deben evitar la comisión de nuevos hechos de violencia.

A la fecha, la comisión de estos hechos aún persiste, pese a los amplios registros de vulneración de derechos 
a los niños, niñas y adolescentes estudiantes awajún. La reciente denuncia de 524 casos de violencia sexual, 
cometidos por docentes contra escolares entre el 2010 y los primeros 5 meses del 2024, que se encuentran en 
la Ugel Condorcanqui, donde incluso se habrían presentado casos de contagios a las menores con VIH, vuelve a 
colocar en vitrina un problema público que requiere con urgencia una atención estatal, tal como lo ha advertido 
la Defensoría desde hace años atrás.  

Si bien se ha conformado una Comisión desde el Minedu para atender esta problemática, cuyo tiempo de 
intervención fue de 30 días, persiste la necesidad de que esta intervención sea sostenida y no reactiva. Los 
cambios de las dinámicas culturales toman un tiempo mayor, por lo que el Estado debe fortalecer su capacidad 
institucional y tener una presencia más cercana a las comunidades nativas, con el fin de sensibilizar en la 
protección de los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes. 

La Defensoría del Pueblo, por su parte, ha cursado comunicaciones a la Dirección Regional de Salud de Amazonas 
con el fin de obtener información sobre los presuntos casos de contagios de VIH/SIDA en estudiantes indígenas 
de la provincia de Condorcanqui, dado que, como se ha señalado anteriormente, persisten brechas en el acceso 
a los servicios de salud. Asimismo, se ha solicitado a la Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores de 
Amazonas que, a través de las Fiscalía de Condorcanqui y Río Santiago, remitan información y los expedientes 
sobre casos de violencia sexual contra menores de edad cometidos por docentes, a fin de identificar la legalidad 
y debida diligencia de las actuaciones fiscales.

Finalmente, las declaraciones de los representantes de sectores del Ejecutivo —vinculados a intervenir en la 
prevención, atención y sanción de estos casos de violencia sexual— alegando estos actos transgresores de 
la integridad e indemnidad sexual de las niñas y adolescentes como prácticas culturales, deja en evidencia la 
necesidad de contar y fortalecer competencias en las personas decisores de políticas públicas, a fin de que estas 
se brinden con un enfoque de protección de los derechos humanos. 

36	 Oficio n.° 0213- 2018- DP, del 19 de junio de 2018. 
37	 Oficios n.° 0166-2021- DP/OD- AMAZ, del 19 de julio de 2021. Oficio n.° 0206-2021- DP/OD- AMAZ, del 28 de agosto de 2021 y 

Oficio n.° 0193-2022, del 14 de julio de 2022. Oficio n.° 0559-2022- DP/OD- AMAZ, del 28 de diciembre de 2022.
38	 Oficio n.° 2137-2024-DP, del 26 de agosto de 2024.
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BALANCE DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS POR LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO Y AGENDA 
PENDIENTE PARA RESTITUIR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA NIÑEZ AWAJÚN.

2.1. 	 Estado de la implementación de las recomendaciones

a.	 El Informe de Adjuntía N.° 002-2017-DP-AMPASSPI-PPI

El Programa de Pueblos Indígenas de la Defensoría del Pueblo llevó a cabo una supervisión en setiembre de 
2015 sobre los servicios prestados por el Estado para garantizar, entre otros derechos, el derecho a una vida libre 
de violencia en niñas y adolescentes indígenas. Con los resultados de dicha supervisión, se elaboró el Informe 
N.° 002-2017-DP-AMPASSPI-PPI, denominado “Condiciones para garantizar el derecho a la educación, la salud 
y una vida libre de violencia de las niñas y adolescentes indígenas”.

Este informe reveló importantes hallazgos, sobre las condiciones que dificultan que las niñas y adolescentes 
puedan culminar satisfactoriamente la educación secundaria y acceder a servicios de salud sexual y reproductiva, 
y así posibiliten su desarrollo integral, libre de todo tipo de violencia. Estos obstáculos se ven agravados por 
barreras estructurales de carácter geográfico, económico, sociocultural y lingüístico, que colocan a este grupo en 
una situación de mayor vulnerabilidad y desventaja, impidiendo el ejercicio pleno de sus derechos fundamentales.

Además, se identificaron serias dificultades para acceder a la justicia en los casos de violencia sexual ocurridos en 
comunidades rurales amazónicas y andinas de difícil acceso, donde la presencia del Estado es significativamente 
insuficiente.

Cómo resultado de estos hallazgos, se emitieron 11 recomendaciones dirigidas a las entidades públicas con el 
objetivo de garantizar el derecho a una vida libre de violencia para niñas, adolescentes y mujeres indígenas, 
como a continuación se detalla:

Cuadro N.º 4
Estado de la implementación de las recomendaciones del Informe de Adjuntía N.º 002-2017-DP-

AMPASSPI-PPI

N.° Entidad competente Recomendaciones
Estado de 

implementación

1

Ministerio de la 
Mujer y Poblaciones 
vulnerables39

27. Implementar, en coordinación con los sectores de 
educación, salud, interior y justicia, así como con los 
gobiernos regionales y locales, medidas contundentes 
de lucha contra la impunidad ante hechos de violencia 
sexual contra niñas y adolescentes indígenas.

Parcialmente 
implementada:  2023.

2

28. Incentivar la denuncia de hechos de violencia 
sexual contra niñas y adolescentes indígenas y 
el acompañamiento de las comunidades y las 
organizaciones indígenas.

Parcialmente 
implementada:  2021.

3
29. Intensificar las acciones de prevención de la violencia 
sexual de niñas, adolescentes y mujeres indígenas.

Implementada en el 
2019, 2022 y 2023.

4
30. Fortalecer e incrementar los Centros de Emergencia 
Mujer e implementar estrategias de atención con 
enfoque de interculturalidad.

Parcialmente 
implementada:  2019, 
2021.

39	 Respuesta remitida con Oficio N° D001961-2023-MIMP-SG, del 16.10.2023, que adjunta el Informe N° D00008-2023-MIMP-
AURORA-SPP, del 2.10.2023.
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5

Ministerio de 
Educación40

20. Implementar medidas contra la impunidad 
relacionada a las violaciones a los derechos humanos 
de las mujeres perpetradas en el ámbito escolar; 
y sensibilizar a la comunidad educativa sobre las 
consecuencias psicológicas y sociales de la violencia 
sexual a tempranas edades.

Parcialmente 
implementada:  2019, 
2020, 2021, 2022.

6

21. Implementar mejoras en el marco normativo para los 
casos de hostigamiento y violaciones sexuales cometidos 
por el personal docente y/o autoridades educativas 
en perjuicio de niñas y adolescentes, considerando el 
enfoque de interculturalidad y de género.

Parcialmente 
implementada:  2020, 
2021, 2022.

7

22. Mejorar la elaboración y difusión de las estadísticas 
sobre estudiantes víctimas de violencia sexual en el 
ámbito escolar, considerando variables como ámbito de 
residencia, edad, género, lengua materna y etnicidad.

Parcialmente 
implementada:  2021, 
2022.

8
Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos41

31. Implementar medidas o estrategias, en marco de su 
competencia, para favorecer el acceso a la justicia de 
las niñas, adolescentes y mujeres indígenas víctimas de 
violencia sexual.

Parcialmente 
implementada:  2021, 
2022 y 2023

9 Ministerio de Salud42

17: Capacitar al personal de salud sobre la importancia 
del acceso a información y métodos anticonceptivos 
de las y los adolescentes, de forma tal que se garantice 
una consejería culturalmente pertinente y libre de 
discriminación de género. 

Parcialmente 
implementada:  2019.

10 Ministerio Público43

27. Implementar medidas contundentes de lucha contra 
la impunidad ante hechos de violencia sexual contra 
niñas y adolescentes indígenas.

Parcialmente 
implementada:  2022 y 
2023.

11 Poder Judicial44

32. Implementar campañas de difusión sobre 
mecanismos de articulación de los sistemas de 
justicia, considerando el enfoque de género y de 
interculturalidad, para favorecer el acceso a la justicia 
de las niñas, adolescentes y mujeres indígenas víctimas 
de violencia sexual.

Parcialmente 
implementada:  2023.

Fuente y elaboración: Defensoría del Pueblo (2024).

A continuación, se detalla el cumplimiento de las recomendaciones por parte de cada una de las entidades 
competentes: 

•	 Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

El sector ha realizado importantes avances en el cumplimiento de las recomendaciones relacionadas a la 
prevención y atención de la violencia sexual, especialmente en zonas rurales y con poblaciones indígenas.

Se destaca la aprobación de la Estrategia Rural Multisectorial y la incorporación del enfoque intercultural en los 
lineamientos de prevención, lo que ha permitido fortalecer las capacidades de los operadores y la población 
rural en la prevención de la violencia. Asimismo, se han implementado talleres de prevención dirigidos a pueblos 
indígenas en varias regiones.

40	 Respuesta remitida con Oficio N° 04233-2023-MINEDU/SG, del 24.10.2023, que adjunta el Informe N° 00210-2023-MINEDU/
VMGP-DIGEIBIRA, del 5.10.2023.

41	 Respuesta remitida con Oficio N° 647-2023-JUS/VMDHAJ, del 13.10.2023, que adjunta el Informe técnico Usuario N° 702-2023-
JUS/DGDPAJ-DALDV, del 12.10.2023.

42	 Respuesta remitida con Oficio Múltiple N° D004436-2023-SG-MINSA, del 10.10.2023, que adjunta el Informe N° D000314-
2023-DGIESP-DSAME-MINSA

43	 Respuesta remitida con Informe N° -2023-MP-FN-OCAJIMP, del 26.10.2023.
44	 Respuesta remitida mediante Oficio N.º 5992-2023-SG-CE-PJ, del 6. 10.2023, Oficio N.º 007031-2023-SG-CE-PJ, del 23.11.2023 

y el Oficio N.º 000776-2023-ONAJUP-CE-PJ, del 4.11.2023, que adjunta el expediente 007425-2023-ONAJUP.
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En cuanto al fortalecimiento e incremento de los Centros de Emergencia Mujer, se han creado 36 nuevos CEM 
desde 2019, priorizando la atención en zonas con alta presencia indígena. Además, se ha implementado la 
variable de lengua materna y autoidentificación en la ficha de registro, y se ha capacitado a 206 profesionales 
en gestión pública con enfoque intercultural.

Para abordar la lucha contra la impunidad de la violencia sexual, destaca la implementación del Servicio 
de Atención Rural, con un modelo de intervención adaptado a la realidad sociocultural de las comunidades 
campesinas y nativas, y la capacitación a mujeres indígenas sobre la ruta de atención. Asimismo, se resalta la 
aprobación del Protocolo de Atención de Línea 100 con enfoque diferenciado para la población indígena.

•	 Ministerio de Educación

El sector educación ha implementado una serie de medidas para abordar la violencia sexual en el ámbito escolar 
y sensibilizar a la comunidad educativa, enfocándose especialmente en la población estudiantil indígena y rural. 
Estas medidas fueron orientadas a sensibilizar y empoderar a la comunidad educativa en su conjunto.

Se han desarrollado jornadas de inducción y capacitaciones dirigidas a especialistas, personal socioeducativo 
y docentes sobre temas de gestión del bienestar, protección, prevención de la violencia y uso de protocolos, 
con un enfoque de articulación interinstitucional. Asimismo, se han realizado asistencias técnicas a actores 
socioeducativos sobre temas de bienestar integral y prevención de violencia.

Por otra parte, se ha incorporado el enfoque intercultural en los lineamientos de Educación Sexual Integral y en 
la implementación de los Modelos de Servicio Educativo (MSE) en el ámbito rural, como medida de prevención y 
protección frente a casos de violencia sexual. 

Asimismo, se han ejecutado talleres sobre rutas de atención de la violencia, se han entregado recursos y 
materiales didácticos con temáticas de prevención de violencia sexual contextualizadas, y se han difundido videos 
pedagógicos para la identificación y atención oportuna de casos. Además, se está impulsando la implementación 
de la Educación Sexual Integral en instituciones educativas interculturales bilingües, así como la conformación 
de redes de protección estudiantil interinstitucionales para la atención temprana de casos.

El Ministerio ha publicado un estudio sobre “Violencia sexual en el mundo awajún: historias de mujeres de tres 
generaciones en el corredor Chiriaco-Imacita”, el cual aborda las barreras de acceso a la justicia y la impunidad 
de estos hechos en dicha población.

Adicionalmente, en 2021 y 2022 se han articulado dos pilotos en los Sistemas de Residencia Estudiantil (SRE) 
Yankuam Jintia-Datem del Marañón y Moisés Moreno-Cenepa, para la elaboración de un autodiagnóstico sobre 
percepciones frente a la violencia sexual hacia niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas.

•	 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ha implementado diversas medidas y estrategias para favorecer el 
acceso a la justicia de niñas, adolescentes y mujeres indígenas víctimas de violencia sexual.

En los últimos 3 años (2021-2023), el Ministerio ha llevado a cabo un importante esfuerzo de sensibilización y 
capacitación sobre violencia contra la mujer y violencia sexual, a través de charlas, campañas y mega campañas, 
llegando a miles de beneficiarios en varias regiones del país, incluida población indígena.

Adicionalmente, en 2023 el Ministerio contrató a 14 defensores públicos especializados en derechos humanos e 
interculturalidad en las direcciones distritales de Ucayali, Puno, Huánuco y Amazonas. Esta medida busca fortalecer 
las capacidades del sistema de justicia para brindar una atención culturalmente pertinente a las víctimas indígenas. 

•	 Ministerio de Salud

El Ministerio de Salud ha implementado algunas medidas en materia de salud sexual y reproductiva con 
pertinencia cultural, para las niñas y adolescentes indígenas.
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Ha capacitado al personal de salud sobre la importancia del acceso a información y métodos anticonceptivos 
para adolescentes, garantizando una consejería culturalmente pertinente y libre de discriminación de 
género.

Asimismo, se ha implementado la aplicación y cumplimiento de uso de los Kits para la prevención y atención 
de casos de violencia contra la mujer en aspectos de salud sexual y reproductiva. Sin embargo, no se precisa la 
población indígena beneficiada por estas acciones.

Por otra parte, si bien se han aprobado normas y herramientas de gestión para la atención general a adolescentes 
en salud sexual y reproductiva, no se han implementado acciones específicas dirigidas a mejorar el tratamiento 
de este aspecto en la población adolescente indígena.

Finalmente, se han identificado limitaciones de recursos financieros, humanos y logísticos a nivel nacional, 
regional y local para asegurar una atención de salud con pertinencia cultural en localidades con población 
indígena.

•	 Ministerio Público 

El Ministerio Público ha implementado diversas medidas combatir la impunidad en casos de violencia sexual 
contra niñas y adolescentes indígenas. Desde 2022, la institución ha promovido la certificación de personal fiscal, 
médico forense y administrativo como traductores, intérpretes y servidores bilingües para mejorar el acceso a la 
justicia de la población indígena. Asimismo, en marzo de 2022, aprobó la “Directiva de Actuación del Ministerio 
Público en las Investigaciones de los Delitos de Violencia Contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar 
con Perspectiva de Género”.

En 2023, el Ministerio Público capacitó a 5,328 servidores, entre fiscales y personal administrativo, a nivel 
nacional en competencia intercultural para la atención de casos de violencia sexual contra niñas, adolescentes 
y mujeres indígenas. Además, en marzo de 2023, la institución creó la Oficina de Coordinación y Asistencia en 
Justicia Intercultural del Ministerio Público (OCAJIMP). Actualmente, cuenta con 125 servidores entre fiscales y 
personal administrativo bilingües, traductores o intérpretes. Adicionalmente, viene desarrollando 25 actividades 
académicas en temas de violencia contra las niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas, aplicando el enfoque 
de interculturalidad.

•	 Poder Judicial

El Poder Judicial ha implementado diversas acciones. Entre ellas, realizó un “Congreso Justicia y Diversidad 
Cultural en el Perú” los días 30 de noviembre y 1 de diciembre de 2023. El objetivo de este congreso fue acercar 
las posiciones del Poder Judicial y de las organizaciones y comunidades indígenas en la administración de 
justicia.

En el marco de este congreso, a través de la mesa “Violencia contra niñas, adolescentes y mujeres indígenas”, 
se han identificado hallazgos que serán evaluados para construir una ruta de atención con pertinencia 
cultural.

Adicionalmente, el Poder Judicial planea implementar campañas de difusión sobre mecanismos de articulación 
de los sistemas de justicia, considerando el enfoque de género y de interculturalidad, para favorecer el acceso a 
la justicia de las niñas, adolescentes y mujeres indígenas víctimas de violencia sexual.

Pese a los avances en el cumplimiento de las recomendaciones emitidas, persisten importantes retos en la 
implementación de medidas efectivas y sostenibles que garanticen plenamente la protección de la población 
indígena. Aún existen brechas en la atención con pertinencia cultural, así como en el acceso a la justicia y la 
erradicación de la impunidad de los hechos que afectan a este grupo vulnerable. En este contexto, se requieren 
esfuerzos continuos y coordinados entre las entidades competentes para abordar estas problemáticas de manera 
integral y urgente de manera que garantice el pleno ejercicio de los derechos de las niñas, niños, adolescentes 
indígenas a una vida libre de violencia.
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b.	 El Informe de Adjuntía N.° 002-2019-DP-AMPASSPI-PPI

En el Informe de Adjuntía N.° 002-2019-DP/AMASPPI/PPI, denominado “Situación de los derechos de las 
mujeres indígenas en el Perú”, se plantea un diagnóstico sobre las brechas sociales que afectan a las mujeres 
indígenas y revela que ellas se encuentran en una condición de desventaja para desarrollarse en comparación 
con sus pares hombres y mujeres castellano hablantes, llegando a las siguientes conclusiones:

•	 Las mujeres indígenas sin nivel educativo son las más vulnerables frente a situaciones de violencia.
•	 Las mujeres indígenas menores de 18 años son las que sufren mayor prevalencia de violencia sexual, alcanzando 

un 70 %.
•	 Alrededor del 19 % de las mujeres que hablan una lengua indígena no han denunciado agresiones por no saber 

cómo hacerlo, en comparación con el 10 % de sus homólogas de habla hispana.

Atendiendo lo anterior, se emitieron cinco recomendaciones generales dirigidas a las entidades públicas para 
garantizar y proteger los derechos de las mujeres indígenas de los Andes y de la Amazonía en el país respecto 
a los casos de violencia.

R1: Tomar en cuenta las necesidades de las mujeres indígenas en el diseño y la gestión de las políticas 
públicas, programas, proyectos y estudios e incorporar las cifras de este documento en las herramientas de 
gestión para garantizar la prestación de servicios públicos con pertinencia cultural.

R2: Incluir las variables de lengua materna y autoidentificación étnica en las herramientas de gestión en las 
entidades públicas a nivel nacional. A su vez, desagregar la información recopilada a nivel de género para 
visibilizar y atender las brechas que podrían afectar a las mujeres indígenas de manera particular.

R3: Garantizar a nivel nacional la producción periódica de información estadística desagregada por sexo, 
edad, auto-identificación, en los registros administrativos de los servicios públicos del Estado, con el fin de 
tener información diferenciada sobre mujeres indígenas desde cada sector.

R6: Garantizar el acceso y servicios adecuados en salud sexual y reproductiva, con pertinencia cultural, para 
adolescentes indígenas.

R7: Incrementar la cobertura de los servicios de prevención, atención y sanción de la violencia contra las 
mujeres indígenas con pertinencia cultural, principalmente para niñas y adolescentes.

Cuadro N.º 5
Estado de la implementación de las recomendaciones del Informe de Adjuntía N.° 002-2019-DP-

AMPASSPI-PPI

N° Entidad competente Recomendaciones Estado de la implementación

1 Ministerio de la 
Mujer y Poblaciones 
Vulnerables45

R1 Parcialmente implementada:  2019 y 2021.

2 R2 Parcialmente implementada:  2022 y 2023.

1

Ministerio de 
Educación46

R2 Implementada:  2021 y 2023,

2 R6
Implementada en el 2019, 2020, 2021, 2022 
y 2023.

3 R7 Parcialmente implementada:  2022.

45	 Respuesta remitida con Oficio N° D001961-2023-MIMP-SG, del 16.10.2023, que adjunta el Informe N° D00008-2023-MIMP-
AURORA-SPP, del 2.10.2023.

46	 Respuesta remitida con Oficio N° 04233-2023-MINEDU/SG, del 24.10.2023, que adjunta el Informe N° 00210-2023-MINEDU/
VMGP-DIGEIBIRA, del 5.10.2023.
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1

Ministerio de 
Justicia47

R1
Se implementaría en la Política Nacional 
Multisectorial de Derechos Humanos.

2 R2
Parcialmente implementada:  2020, 2021, 
2022,

3 R3 Parcialmente implementada:  2022.

4 R7 Parcialmente implementada.

1

Ministerio de Salud48

R1
Parcialmente implementada:  2019, 2020, 
2021 y 2023.

2 R2 Parcialmente implementada:  2022, 2023.

3 R6
Parcialmente implementada:  2020, 2022 y 
2023.

1

Ministerio de Cultura49

R1
Parcialmente implementada:  2019, 2021, 2022 
y 2023.

2 R2 Parcialmente implementada:  2021.

3 R3 Parcialmente implementada:  2023. 

4 R7
Parcialmente implementada:  2019, 2020, 
2022 y 2023.

1

Ministerio Público50

R1 Parcialmente implementada:  2019, y 2022.

2 R2 Parcialmente implementada:  2020 y 2023.

3 R7 Parcialmente implementada:  2019 y 2021.

1

Poder Judicial51

R1 Parcialmente implementada:  2022 y 2023.

2 R2 Parcialmente implementada:  2022 y 2023.

3 R3 Parcialmente implementada:  2022 y 2023.

4 R7
Parcialmente implementada: 2021, 2022 y 
2023.

Fuente y elaboración: Defensoría del Pueblo (2024).

A continuación, se detalla el cumplimiento de las recomendaciones por parte de cada una de las entidades 
competentes. 

•	 Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables ha implementado medidas significativas para abordar las necesidades 
específicas de las mujeres indígenas y otras poblaciones vulnerables. Estas acciones incluyen la realización de estudios 
sobre la violencia en zonas rurales y la publicación de estadísticas detalladas basadas en la autoidentificación étnica. 
Además, se han incorporado variables de lengua materna y autoidentificación étnica en las herramientas de gestión de 
diversas entidades públicas. No obstante, se identifica la necesidad de mejorar la accesibilidad de los formatos utilizados 
para la recopilación de datos, como en el portal estadístico del Programa Aurora.

•	 Ministerio de Educación

El Ministerio de Educación ha implementado medidas para incrementar la cobertura de los servicios de prevención, 
atención y sanción de la violencia contra las mujeres indígenas, con un enfoque culturalmente pertinente, 

47	 Respuesta remitida con Oficio N° 647-2023-JUS/VMDHAJ, del 13.10.2023, que adjunta el Informe técnico Usuario N° 702-2023-
JUS/DGDPAJ-DALDV, del 12.10.2023.

48	 Respuesta remitida con Oficio Múltiple N° D004436-2023-SG-MINSA, del 10.10.2023, que adjunta el Informe N° D000314-
2023-DGIESP-DSAME-MINSA

49	 Respuesta remitida con Oficio N.º 000003-2024-DGCI-VMI/MC, del 5.1.2024, que adjunta el Informe N° 000045-2023-DIN-
IRQ/MC.

50	 Respuesta remitida con Informe N° -2023-MP-FN-OCAJIMP, del 26.10.2023.
51	 Respuesta remitida mediante Oficio N.º 5992-2023-SG-CE-PJ, del 6. 10.2023, Oficio N.º 007031-2023-SG-CE-PJ, del 23.11.2023 

y el Oficio N.º 000776-2023-ONAJUP-CE-PJ, del 4.11.2023, que adjunta el expediente 007425-2023-ONAJUP.
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especialmente dirigido a niñas y adolescentes. Aunque se han establecido diversos espacios de coordinación 
en los últimos cinco años, no se ha especificado cómo estas acciones han beneficiado a la población indígena. 

Las iniciativas incluyen la Mesa de la Cuenca Media del Río Marañón, la Mesa de trabajo de la Comisión Sectorial para 
la Transversalización de Enfoques de Derechos Humanos, Interculturalidad e Igualdad de Género, y la Mesa de trabajo 
para la Estrategia de Bienestar Estudiantil, entre otras. Estas mesas de trabajo buscan fortalecer la atención integral e 
intersectorial de la violencia, mejorar el bienestar estudiantil y promover los derechos de las mujeres indígenas. 

Asimismo, se destaca la creación del Pacto por la Niñez Indígena Amazónica, como una medida articulada 
multisectorialmente orientada a erradicar la violencia contra niñas, niños y adolescentes de los pueblos indígenas 
u originarios en la región de Amazonas. Sin embargo, no se conoce el impacto específico de estas intervenciones 
en la población indígena.

•	 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ha adoptado medidas significativas para integrar las necesidades 
de las mujeres indígenas en el diseño y gestión de políticas públicas, programas y proyectos, asegurando la 
prestación de servicios públicos con pertinencia cultural. Si bien se han implementado varios espacios de 
coordinación y se han incorporado variables importantes como la pertinencia cultural y la auto-identificación 
étnica en herramientas de gestión a nivel nacional, aún persisten desafíos importantes. 

En particular, la falta de indicadores específicos relacionados con la garantía del derecho a una vida libre de 
violencia para niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas revela un vacío significativo en la comprensión de 
su situación. Este aspecto será abordado en la Política Nacional Multisectorial de Derechos Humanos.

El sector ha avanzado en la producción periódica de información estadística desagregada por sexo, edad y 
auto-identificación étnica en los registros administrativos de servicios públicos. Este esfuerzo busca obtener 
información diferenciada sobre mujeres indígenas desde cada sector, mejorando así la capacidad de respuesta 
y atención a sus necesidades específicas.

En el ámbito de la Defensa Pública, se han implementado diversas iniciativas para garantizar un acceso equitativo 
a la justicia con un enfoque intercultural. La creación de equipos de defensores públicos especializados en 
asuntos indígenas en varias direcciones distritales y la adopción de principios de interculturalidad en la Ley del 
Servicio de Defensa Pública son ejemplos concretos. 

El Ministerio ha intensificado sus esfuerzos para incrementar la cobertura de servicios de prevención, atención y 
sanción de la violencia contra mujeres indígenas, enfocándose en niñas y adolescentes. A través de la Dirección 
de Asistencia Legal y la Defensa de Víctimas, se han realizado acciones concretas como la implementación de 
protocolos de actuación conjunta y reuniones de articulación con centros de emergencia mujer. 

•	 Ministerio de Salud

El Ministerio de Salud ha implementado medidas para integrar las necesidades de las mujeres, aprobando 
protocolos y normativas técnicas específicas para la atención integral de víctimas de violencia sexual y la salud 
mental de la población adolescente y mujeres víctimas de violencia de pareja. Sin embargo, la implementación 
con pertinencia cultural de estos protocolos aún presenta desafíos que requieren mayor precisión y seguimiento.

El sector ha avanzado en la inclusión de variables como lengua materna y auto-identificación étnica en 
herramientas de gestión a nivel nacional, particularmente en la calificación de establecimientos de salud con 
pertinencia cultural. Esta medida beneficia a una población significativa, incluyendo a pueblos indígenas como 
shipibo-konibo, awajún, wampis, quechua, matsiguenka y kichwa, mejorando así la accesibilidad y calidad de los 
servicios de salud para estas comunidades.

En relación con la garantía de acceso y servicios adecuados en salud sexual y reproductiva para adolescentes 
indígenas, se han realizado capacitaciones y talleres significativos, aunque se necesita mayor especificidad 
sobre la población indígena beneficiada por estas iniciativas.
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El Ministerio también ha implementado el “CÓDIGO VIOLETA” como una estrategia para priorizar la atención 
a víctimas de violencia sexual en contextos de emergencia. Sin embargo, la información proporcionada no 
especifica acciones con pertinencia étnica, lo cual es importante para asegurar que estas medidas sean efectivas 
y culturalmente adecuadas.

•	 Ministerio de Cultura

El sector ha implementado lineamientos para incorporar el enfoque intercultural en la prevención, atención y 
protección frente a la violencia sexual contra niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas. Asimismo, se 
realizaron pilotos en comunidades específicas, como en el CEM Condorcanqui, Amazonas, con señalética y 
material informativo en lenguas indígenas. Se aprobaron lineamientos para generar servicios con pertinencia 
cultural y se brindó asistencia técnica para su implementación.

Del mismo modo, se distribuyeron afiches y materiales informativos en varias lenguas indígenas, como awajún, 
aimara, ashaninka, quechua collao, shipibo-konibo y ticuna, para prevenir la violencia sexual. También se 
entregaron audios y cartillas bilingües en comunidades awajún para informar y prevenir la violencia sexual. 
Además, se publicó una cartilla informativa sobre la situación de mujeres y niñez indígena a nivel nacional, 
presentando datos desagregados por sexo, edad y autoidentificación.

Se están desarrollando materiales de difusión y un mapa interactivo poblacional para identificar los departamentos 
donde se fortalecerán las capacidades.

Desde 2019, se han fortalecido las capacidades de servidores públicos y lideresas indígenas en la prevención, atención 
y protección frente a la violencia sexual en varias regiones. Se realizaron talleres de capacitación en comunidades 
nativas y con toda la comunidad educativa en diversas regiones, para docentes, servidores públicos y líderes indígenas.

Se desarrollaron cursos de intérpretes y traductores de lenguas indígenas con énfasis en casos de violencia, 
seleccionando a mujeres indígenas de varias regiones para facilitar la comunicación en la prestación de servicios.

Con relación a las acciones implementadas por el Pacto por la Niñez Indígena Amazónica en la Región Amazonas52, 
el sector informa que53, de las 21 acciones programadas, 20 se ejecutaron entre mayo y diciembre de 2022. Sin 
embargo, no se ha logrado conocer el impacto de la ejecución de estas acciones, ni cómo contribuyeron al 
objetivo planteado, que era la adopción de medidas articuladas orientadas a la erradicación de la violencia contra 
niñas, niños y adolescentes de los pueblos indígenas de la región. Por tanto, no es posible evaluar ni tomar las 
medidas necesarias para mejorar la efectividad de la intervención en el futuro.

Asimismo, a diciembre de 2022 el Ministerio de Cultura reporta que la Comisión Multisectorial54 de naturaleza 
permanente encargada de promover, realizar el seguimiento y fiscalizar la implementación de las medidas y acciones 
estratégicas para el desarrollo de los pueblos indígenas u originarios del país, cuyo grupo de trabajo 4 en el acuerdo 
4.3.4 “Diseñar mecanismos de evaluación, atención, protección y seguimiento de casos de violencia contra las 
adolescentes y mujeres indígenas por parte de las y los usuarios”, no registra avances55. Tampoco se tiene cuenta de 
si dicha Comisión viene sesionando durante el 2024, por tanto, corresponde verificar si se mantiene activa.

•	 Ministerio Público

Desde 2019, el Ministerio Público ha registrado 8,926 casos en el sistema de denuncias por violencia contra 
niñas y mujeres indígenas a nivel nacional. De estas, 770 denuncias fueron en aimara, 109 en quechua, 23 en 

52	 Acta de compromiso del Pacto por la Niñez indígenas Amazónica, suscrito el 19 de mayo de 2022, por representantes de los 
Ministerio de Cultura, Mujer y Poblaciones Vulnerables, Salud, Justicia y Derechos Humanos, Educación e Inclusión y Desarrollo 
Social y de las organizaciones indígenas nacionales y regionales. 

53	 Ministerio de Cultura. Informe N° 000016-2024-DGCI-VMI-JCM/MC, del 12 de julio de 2024, e Informe N° 000033-2024-DIN-
DGCI-VMI-IRQ/MC del 5 de julio de 2024.

54	 Conformada por 12 sectores del ejecutivo: Cultura (preside), Presidencia del Consejo de Ministros, Salud, Desarrollo e Inclusión 
Social, Interior, Mujer y Poblaciones Vulnerables, ambiente, energía y Minas, Desarrollo Agrario y Riego, Educación, Transportes 
y Comunicaciones, Justicia y Derechos Humanos y 7 organizaciones de alcance nacional: Aidesep, CCP, CNA, CONAP, ONAMIAP, 
UNCA. 

55	 Ministerio de Cultura. Informe N° 000033-2024-DIN-DGCI-VMI-IRQ/MC del 5 de julio de 2024.
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achuar y 45 en otras lenguas indígenas u originarias. Además, en coordinación con la Escuela del Ministerio 
Público, se ha realizado un curso básico de quechua y aimara para mejorar la atención a víctimas de violencia 
pertenecientes a comunidades campesinas y nativas.

Se han establecido canales de comunicación para la atención de denuncias en coordinación con las comunidades 
campesinas y nativas a través de Oficina de Coordinación y Asistencia en Justicia Intercultural del Ministerio 
Público (OCAJIMP).  También se ha publicado el “Compendio de Legislación Intercultural: Sistematización de 
Normas sobre la Jurisdicción Especial (Comunidades Campesinas, Comunidades Nativas, Rondas Campesinas y 
otros Pueblos Indígenas)” el 28 de febrero de 2022.

Desde 2020, se está implementando la variable étnica y lengua materna en el Sistema de Gestión Fiscal 
(SGF) y en el Sistema de Apoyo al Trabajo Fiscal (SIATF). Se ha desarrollado un proyecto de “Ficha de 
detención de prisión preventiva” que incorpora la variable de pertenencia étnica e idioma materno, y se 
está implementando progresivamente la señalética en los distritos fiscales donde predominan lenguas 
indígenas.

La OCAJIMP está elaborando un protocolo de actuación fiscal en casos que involucren a integrantes de 
comunidades campesinas y nativas. Además, 264 fiscales, en adición a sus funciones, son coordinadores 
distritales en Justicia Intercultural en los 24 distritos fiscales.

Se han realizado jornadas de acercamiento con las comunidades campesinas y nativas, proporcionando 
herramientas jurídicas sobre la violencia en los distritos fiscales a nivel nacional.

Desde 2019, se han instalado cámaras Gesell en Puno, Ucayali, Cusco, Cajamarca, Huancavelica, Arequipa, 
Áncash y Amazonas. Sin embargo, se reportaron dos cámaras inoperativas: una en Cusco (implementada en 
2021, inoperativa por falta de mobiliario) y otra en Bagua, Amazonas (creada en 2019, inoperativa por deterioro 
de la tarjeta de audio y video).

•	 Poder Judicial

La Corte Superior de Justicia de San Martín aprobó el Protocolo Intercultural de protección a víctimas de 
violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar en las comunidades nativas awajún del Alto Mayo, 
provincia de Moyobamba, tras reuniones de coordinación con la Federación Regional Indígena Awajún del Alto 
Mayo (FERIAAM) y la Corte Superior de Justicia de San Martín56.

El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial ordenó que la Oficina Nacional de Justicia de Paz y Justicia Indígena 
(ONAJUP) convocara una Mesa de Trabajo con la Comisión de Justicia Intercultural y la Comisión de Justicia de 
Género para una evaluación conjunta del Protocolo. Se prevé la recolección de información con organizaciones 
y comunidades indígenas durante el primer trimestre de 202457 y su posterior validación para elaborar una ruta 
de atención intercultural de casos de violencia.

Además, se ha incorporado la variable étnica en nueve formularios de demandas de filiación de paternidad, de 
alimentos para menores y personas adultas mayores, aumento de alimentos, declaración judicial de ausencia por 
desaparición, y formularios de solicitud de restitución de la capacidad jurídica de la persona con discapacidad, 
entre otros58.

En el ámbito normativo, se han aprobado el Protocolo de Atención de buena calidad en el proceso especial de 
tutela frente a la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar59, así como el “Protocolo de 
administración de justicia con enfoque de Género del Poder Judicial”60, que incorpora la variable étnica y lengua 
indígena.

56	 Resolución Administrativa N° 001296-2022-P-CSJSM-PJ
57	 Resolución Corrida N° 338-2023-CE-PJ
58	 Resolución Administrativa N.º 000416-2023-CE-PJ
59	 Resolución Administrativa 000038-2022-CE-PJ, del 22.2.2022
60	 Resolución Administrativa 000114-2022-CE-PJ, del 14.11.2022
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También se aprobó el Protocolo “Actuación de Juzgados de Paz para la aplicación de la Ley N° 30364, Ley para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar,” que incluye las 
variables de lengua materna y autoidentificación61.

Adicionalmente, se renovó la inscripción de 44 traductores e intérpretes en el Registro Especial Nacional de 
Intérpretes y Traductores de Lenguas Indígenas u Originarias – RNIT62.

El Sistema Integrado Judicial, implementado inicialmente como piloto en el distrito judicial de Puno en 2021, 
se ha expandido a nivel nacional para mejorar el funcionamiento de los órganos de administración de justicia, 
permitiendo acceso en tiempo real a la información de los expedientes judiciales para litigantes y abogados63.

Por otra parte, la ONAJUP, en coordinación con el Programa Aurora, ha organizado capacitaciones a jueces de 
paz a nivel nacional sobre la atención de casos de violencia sexual. En 2021 y 2023, se llevaron a cabo múltiples 
sesiones en cortes superiores, alcanzando un total de 3,945 participantes.

La ONAJUP ha propuesto la elaboración de lineamientos generales para el desarrollo de instrumentos normativos 
a cargo de las mesas de trabajo de las cortes superiores que involucren a pueblos indígenas, particularmente a 
mujeres indígenas. El objetivo es que cada distrito judicial evalúe el tratamiento particular de la violencia contra 
la mujer indígena.

Si bien se han realizado algunos avances en la implementación de las recomendaciones, es evidente que las 
acciones emprendidas hasta el momento no han sido suficientes para abordar integralmente el grave problema 
de la violencia sexual contra niñas, adolescentes y mujeres indígenas. Los datos muestran que persiste un alto 
nivel de impunidad y revictimización, lo cual exige un trabajo más sistemático y coordinado entre los diferentes 
sectores del Estado. Es necesario intensificar los esfuerzos para implementar medidas contundentes de lucha 
contra la impunidad, asegurar el acceso efectivo a la justicia y a servicios especializados de atención, y promover 
cambios estructurales que erradiquen las diversas formas de discriminación y violencia de género que afectan 
de manera desproporcionada a este grupo poblacional vulnerable. 

c.	 Informe de adjuntía de Administración Estatal N.° 004-2022-DP-AAE

Ante las diversas denuncias presentadas por padres de familia con respecto a la permanencia en las aulas 
de personal docente que ha incurrido en actos de violencia física y psicológica en agravio de estudiantes, la 
Defensoría del Pueblo inició una investigación en la que se concluyó que una de las causas de dicha situación es 
el precedente de observancia obligatoria del Tribunal del Servicio Civil aprobado por Resolución de la Sala Plena 
n.º 003-2019-SERVIR/TSC. Este procedente establece plazos de prescripción de la potestad disciplinaria en el 
régimen magisterial, de modo que el solo paso de un tiempo determinado sin que se haya sancionado al docente 
responsable impide su destitución.

Tras diversas reuniones sostenidas en junio del 2022 con representantes de la Dirección Técnica Normativa 
de Docentes (DITEN), de la Oficina General de Transparencia, Ética Pública y Anticorrupción (OTEPA), y de la 
Oficina General de Asesoría Jurídica del Ministerio de Educación, así como con el Secretario Técnico y el Pre-
sidente del Tribunal del Servicio Civil de la Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR), se emitió el Informe 
de Adjuntía n.º 004-2022-DP/AAE64, “Protección de niñas, niños y adolescentes frente a actos de violencia de 
parte de personal docente: Principio de especialidad, inexistencia de plazos de prescripción e interés superior 
de la niñez en el caso del régimen disciplinario magisterial”, en el cual se precisa que la Ley n.º 29944, Ley de 
Reforma Magisterial, no ha establecido plazos de prescripción para la potestad disciplinaria, y que la vigencia 
del precedente administrativo limita la potestad disciplinaria de la autoridad educativa y vulnera el derecho de 
los y las estudiantes a recibir una educación en un ambiente adecuado, seguro y libre de riesgos y amenazas.

A través de dicho documento se emitieron las siguientes recomendaciones generales dirigidas a diversas entidades 
públicas con el objetivo de garantizar el derecho fundamental a la educación de las niñas, niños y adolescentes:

61	 Resolución Administrativa 000211-2022-CE-PJ, del 10.6.2022
62	 Resolución Administrativa N° 00046-2023-ONAJUP-CE-PJ del 12.6.2023
63	 Resolución Administrativa N° 088-2022-CE-PJ
64	 Informe de Adjuntía N.° 004-2022-DP-AAE, de julio de 2022. En: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/07/

IA-04-2022-DP-AAE-..pdf

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/07/IA-04-2022-DP-AAE-..pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/07/IA-04-2022-DP-AAE-..pdf
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Cuadro N.º 6
Estado de la implementación de las recomendaciones del Informe de Adjuntía N.° 004-2022-DP-AAE

N° Entidad competente Recomendaciones
Estado de la 

implementación

1
A la Autoridad 
Nacional del Servicio 
Civil (SERVIR)

Dejar sin efecto el precedente de observancia 
obligatoria aprobado por la Resolución de la Sala 
Plena n.° 003-2019-SERVIR/TSC

No implementada. 

1
Al Congreso de la 
República

Incorporar en la Ley de Reforma Magisterial:
•	 Una disposición expresa en la que se precise que 

la potestad sancionadora disciplinaria contra los 
docentes es imprescriptible, particularmente en 
el caso de las faltas relacionadas a conductas de 
violencia física, psicológica y/o sexual en agravio 
de los y las estudiantes.

•	 Modificar la redacción del tipo legal de las faltas 
relacionadas a conductas de violencia física, 
psicológica y/o sexual imputadas al personal 
docente, sin importar el perjuicio causado a 
los y las estudiantes o su vinculación con el 
ámbito penal, con el objetivo de establecer de 
modo inequívoco que la comisión de las mismas 
acarrea la destitución.

•	 Configurar al órgano instructor de los 
procedimientos sancionadores disciplinarios 
como un órgano unipersonal de carácter 
eminentemente técnico-jurídico, con la finalidad 
de profesionalizar y dotar de celeridad las 
investigaciones de este tipo. Dicho órgano deberá 
contar con el apoyo de Secretarías Técnicas 
especializadas, en particular en las temáticas de 
violencia física, psicológica y/o sexual.

No aplica seguimiento de 
implementación. 

1
Instancias de 
Gestión Educativa 
Descentralizadas

Interpretar que el precedente de observancia 
obligatoria aprobado por la Resolución de Sala Plena 
n.° 003-2019-SERVIR/TSC, no se aplica a aquellos 
procedimientos sancionadores disciplinarios 
seguidos contra el personal docente por conductas 
de violencia física, psicológica y/o sexual en agravio 
de los y las estudiantes, ya que las mismas no han 
sido objeto de valoración expresa en la referida 
decisión administrativa.

No aplica seguimiento de 
recomendación.

1
Ministerio de 
Educación

Adoptar acciones reglamentarias para incorporar 
las recomendaciones precedentes en el marco 
normativo vigente, teniendo en cuenta que no existen 
normas de rango legal que regulen las materias 
implicadas, salvo el caso de los tipos legales de faltas 
sancionables disciplinariamente previstos en la Ley 
de Reforma Magisterial.

Implementada.

Fuente y elaboración: Defensoría del Pueblo (2024).

A continuación, se detalla el cumplimiento de las recomendaciones por parte de cada una de las entidades 
competentes. 

•	 Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR)

A través de diversas comunicaciones el Tribunal del Servicio Civil informó a la Defensoría del Pueblo que no 
implementaría la recomendación, manteniendo su actual criterio interpretativo, plasmado en la Resolución de 
Sala Plena n.° 003-2019-SERVIR/TSC. 



LA ACTUACIÓN DEL ESTADO FRENTE A LA VIOLENCIA SEXUAL CONTRA LA NIÑEZ 
Y ADOLESCENCIA INDÍGENA AWAJÚN EN LA PROVINCIA DE CONDORCANQUI

28

Asimismo, precisó que, para modificar la actual situación jurídica respecto de la prescripción de la potestad 
disciplinaria en el sector magisterial se tendría que propiciar una reforma normativa que estipule la 
imprescriptibilidad en dicho ámbito.

•	 Ministerio de Educación

En atención a las recomendaciones contenidas en el Informe de Adjuntía n.° 004-2022-DP/AAE, el Ministerio de 
Educación impulsó la modificación del reglamento de la Ley N° 29944, Ley de Reforma Magisterial, a través de 
la dación del Decreto Supremo N° 011-2023-MINEDU, en el cual se realizan precisiones reglamentarias sobre los 
plazos de prescripción de la acción del proceso administrativo disciplinario. 

De modo complementario, el citado Ministerio inició el trámite del Proyecto de Ley n.° 6113/2023-PE el cual será 
materia de análisis en el Capítulo 3 del presente informe.

•	 Congreso de la República

Considerando que las decisiones de este poder del Estado cuentan con un amplio marco de discrecionalidad 
posible en su función legisladora, se le ha dado el margen de evaluación correspondiente para determinar su 
posición con respecto a lo recomendado. 

•	 Ministerio de Educación

La casuística de las más de 200 Unidades de Gestión Educativa Local y Direcciones Regionales de Educación 
es variada y circunstancial, por lo que no es factible realizar el seguimiento de una recomendación general que 
pretenda ser aplicable a casos de características muy particulares.

2.2. Aspectos pendientes de implementación 

Nuestra institución ha identificado una serie de desafíos en la protección de los derechos de las mujeres indígenas, 
especialmente en relación con la violencia sexual. Las barreras geográficas, económicas, socioculturales y 
lingüísticas crean una desventaja considerable, dificultando su acceso a servicios esenciales y la protección de 
sus derechos.

Para abordar estos aspectos pendientes, se han formulado recomendaciones específicas a entidades públicas 
como desafíos. Estas buscan mejorar la prevención y atención de casos de violencia sexual, garantizando la 
accesibilidad y la pertinencia cultural de los servicios para las comunidades indígenas:

•	 Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones vulnerables:

	Priorizar y realizar acciones de prevención (ferias, charlas, audiencias, talleres, entre otros) de alcance 
nacional con pertinencia cultural en las comunidades nativas, campesinas y otras localidades indígenas, a 
fin de prevenir situaciones de violencia sexual contra niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas.

	Ampliar y fortalecer la cobertura de los Centros de Emergencia Mujer en distritos con alta concentración de 
población indígena con el propósito de garantizar el acceso y la atención de casos de violencia ocurridos 
en zonas rurales y alejadas.

	Garantizar el servicio de traductores e intérpretes (de preferencia mujer por la sensibilidad del abordaje) en 
los Centros de Emergencia Mujer y en el Servicio de Atención Rural, para asegurar la atención de las víctimas 
de violación sexual con pertinencia cultural.

	Registrar información detallada sobre las acciones llevadas a cabo por el Servicio de Atención Rural en 
las comunidades campesinas y nativas en la provisión de servicios para abordar casos de violencia sexual 
contra niñas, adolescentes y mujeres indígenas. El objetivo es evaluar el impacto de cada intervención y 
comprender la efectividad de dichas acciones en la vida de la población indígena.
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	Dar a conocer los desafíos que enfrenta su sector en la implementación de los “Lineamientos para la 
generación de servicios con pertinencia cultural a través de la incorporación de la variable étnica”.

•	 Al Ministerio de Educación:

	Dar cuenta de las acciones emprendidas para garantizar el adecuado desarrollo de los procesos 
administrativos de docentes denunciados por violencia sexual ocurridos en el ámbito escolar contra 
estudiantes indígenas.

	Implementar un mecanismo de seguimiento y transparencia que informe sobre las acciones adoptadas por 
el sector respecto a las denuncias de violencia sexual perpetradas por docentes en el ámbito escolar, que 
incluya información sobre los resultados del proceso, las medidas disciplinarias dispuestas y la derivación 
de casos al Ministerio Público.

	Incorporar información por pertenencia étnica y lengua materna en el Sistema de Registro de Violencia 
(Siseve), permitiendo un abordaje que tome en cuenta los derechos de las comunidades indígenas.

	Precisar si las acciones que se realizan con la comunidad educativa incorporan el enfoque intercultural, 
lengua originaria y la población beneficiaria.

	Evaluar el fortalecimiento del presupuesto para la Comisión Multisectorial de Fomento de la Educación de 
las Niñas y Adolescentes Rurales.

	Evaluar las réplicas de las mesas de trabajo en algunas regiones focalizadas donde haya mayor número de 
casos de violencia reportados.

•	 Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos:

	Continuar implementando, en el marco de sus competencias, acciones para que se garantice el derecho 
de acceso a la justicia, con pertinencia cultural, para las víctimas de violencia sexual, considerando las 
necesidades y brechas que se presentan en las zonas rurales y de comunidades indígenas. 

	Garantizar la continuidad de los defensores públicos e incrementar la contratación de más profesionales 
(de preferencia mujeres por la sensibilidad del abordaje), para la defensa de mujeres víctimas de casos de 
violencia pertenecientes a comunidades y localidades indígenas.

	Incluir indicadores relacionados a garantizar el derecho a una vida libre de violencia en niñas, niños, 
adolescentes y mujeres indígenas en la evaluación que realiza el sector respecto a la protección de los 
derechos humanos en el país.

	Promover y participar de campañas de difusión de derechos de alcance nacional en las comunidades 
nativas, campesinas y otras localidades indígenas, a fin de prevenir situaciones de violencia sexual contra 
niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas.

•	 Al Ministerio de Salud:

	Incluir la variable de pertenencia étnica y lengua materna, de manera transversal, en las diversas estrategias 
que implementa el sector para la atención de la salud de los pueblos indígenas.

	Implementar acciones con pertinencia cultural en la prestación del servicio de prevención y atención de 
casos de violencia contra la mujer, según las competencias del sector.

	Difundir las herramientas que incorporan y abordan la diversidad cultural, contribuyendo así a una gestión 
más inclusiva y efectiva en la prevención y atención de la violencia sexual en niñas, niños, adolescentes y 
mujeres indígenas.
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	Continuar promoviendo acciones para la inclusión de la diversidad cultural en los servicios de salud, 
asegurando que las necesidades específicas de los adolescentes y mujeres indígenas sean atendidas de 
manera respetuosa y culturalmente pertinentes, contribuyendo así a la equidad en la atención de la salud 
sexual y reproductiva. 

	Fortalecer el presupuesto público para que al 2030, el sector cumpla y supere la meta de 706 establecimientos 
de salud calificados con pertinencia cultural.

•	 Al Ministerio de Cultura:

	Continuar implementando alianzas interinstitucionales de medidas preventivas contra la violencia sexual 
dirigidas a niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas, en colaboración con organismos competentes y 
las comunidades indígenas, con especial énfasis en la pertinencia cultural.

	Fomentar espacios de coordinación efectiva entre las entidades competentes y las organizaciones indígenas 
representativas a nivel nacional y local en los distritos con mayores incidencias de violencia sexual, a fin 
de mejorar las acciones de atención de la violencia sexual contra niñas, niños, adolescentes y mujeres 
indígenas.

	Promover y participar de campañas de difusión de derechos de alcance nacional en las comunidades 
nativas, campesinas y otras localidades indígenas, a fin de prevenir situaciones de violencia sexual contra 
niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas.

	Detallar el impacto real de las acciones implementadas por el Pacto por la Niñez Indígena Amazónica en 
la Región Amazonas, específicamente en las niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas beneficiados.

	Precisar si las acciones que se realizan con las comunidades indígenas incorporan el enfoque intercultural 
y lengua originaria.

•	 Al Ministerio Público:

	Establecer la implementación de la variable étnica y lengua materna en todos los sistemas y registros 
pertinentes del Ministerio Público para implementar acciones con pertinencia cultural respecto a las 
denuncias de violencia sexual contra niñas, adolescentes y mujeres indígenas a nivel nacional.

	Brindar el servicio de traductores oficiales del Ministerio Público en las cámaras Gesell (de preferencia 
mujeres por la sensibilidad en el abordaje), con el objetivo de evitar la designación improvisada de traductores 
por parte de la policía o autoridades, que en ocasiones incluye a familiares o personas involucradas en el 
proceso.

	Gestionar e implementar cámaras Gesell, en distritos donde se registran un mayor número de casos de 
violencia sexual contra niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas, a fin de garantizar el acceso a la 
justicia para las víctimas. Concretar el funcionamiento integral de este servicio en Santa María de Nieva, 
Condorcanqui, Amazonas.

	Continuar con las acciones de fortalecimiento de la Oficina de Coordinación y Asistencia en Justicia 
Intercultural del Ministerio Público en Perú - OCAJIMP para lograr un servicio que garantice los derechos 
de la población indígena y facilite el acceso a la justicia y elimine las barreras étnico-lingüísticas que puedan 
limitar el acercamiento de la población indígena u originaria, a un sistema en igualdad de condiciones.

•	 Al Poder Judicial:

	Promover espacios de capacitación dirigido a magistrados y personal jurisdiccional respecto a los 
lineamientos y protocolos que incorporan el enfoque intercultural aprobados por el Poder Judicial para 
garantizar su efectiva implementación.
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	Contar con número suficiente de intérpretes y traductores en lenguas indígenas de zonas Amazónicas y 
Andinas, a fin de garantizar el acceso a la justicia con pertinencia cultural.

	Evaluar y establecer mejoras en la ruta de atención contra la violencia adaptada a las particularidades de 
las niñas, niños, adolescentes y mujeres indígenas de las zonas rurales y alejadas del país, considerando las 
brechas económicas, geográficas, culturales y sociales que afectan a este grupo de la población.

En 2023, como resultado del seguimiento exhaustivo de las recomendaciones para la prevenir, atender y sancionar 
la violencia contra niñas, adolescentes y mujeres indígenas a nivel nacional, en cumplimiento del compromiso 
asumido con la Comisión Nacional de Alto Nivel para la Igualdad de Género (CONAIG), nuestra institución, en 
colaboración con entidades públicas competentes, evaluó el cumplimiento de estas recomendaciones mediante 
solicitudes de información documentada y reuniones bilaterales con el Ejecutivo y el sistema de justicia. Además, 
se celebró una reunión con lideresas indígenas para recoger sus preocupaciones y aportes.
Tras analizar y sistematizar la información, el Programa de Pueblos Indígenas ha formulado nuevas 
recomendaciones generales65 orientadas a garantizar una intervención efectiva para asegurar una vida libre de 
violencia, con énfasis en niñas, adolescentes y mujeres indígenas. 

1.	 Fortalecer y generar nuevas medidas, acciones y/o herramientas de política y gestión pública, en el marco 
de sus competencias, bajo un enfoque de interculturalidad y territorialidad, con el propósito de garantizar 
una atención oportuna, integral e intersectorial a las niñas, adolescentes y mujeres indígenas víctimas de 
violencia sexual. 

2.	 Asegurar la implementación de la variable de pertenencia étnica y lengua materna en los registros de 
información de los sectores del Poder Ejecutivo, así como de las entidades del sistema de justicia (Fiscalía 
de la Nación y Poder Judicial), con el fin de conocer y visibilizar el impacto de la violencia sexual en niñas, 
adolescentes y mujeres indígenas, en atención a lo establecido en el Decreto Supremo N° 010-2021-MC66. 

3.	 Garantizar el servicio de interpretación y traducción en lenguas indígenas u originarias de manera 
oportuna y efectiva en el marco de la atención, prevención y sanción que brindan las entidades del Estado, 
preferiblemente con personal femenino debido a la sensibilidad del abordaje. Esto con el objetivo de 
asegurar una adecuada comunicación y comprensión, con pertinencia cultural, en la atención de los casos 
de violencia sexual contra niñas, adolescentes y mujeres indígenas.

4.	 Incorporar, en el Plan de Desarrollo de Personas de las entidades públicas, capacitaciones, cursos y talleres 
sobre el enfoque intercultural, a fin de mejorar las competencias interculturales de los servidores públicos 
para la atención de casos de violencia sexual contra niñas, adolescentes y mujeres que pertenecen a pueblos 
indígenas. 

5.	 Fortalecer la institucionalidad indígena en las entidades públicas, a través de la dotación de infraestructura 
adecuada, la asignación de un presupuesto suficiente, la contratación de personal con competencias 
interculturales y otros recursos de carácter logístico, para ampliar la cobertura de los servicios públicos de 
prevención, atención y sanción en casos de violencia sexual contra niñas, adolescentes y mujeres indígenas. 

6.	 Priorizar la generación de información o data cuantitativa, de manera participativa con los pueblos indígenas, 
respecto a la implementación de las medidas o normas adoptadas vinculadas a la atención de la violencia 
sexual en niñas, adolescentes y mujeres indígenas, con el fin de conocer, visibilizar y medir su impacto en la 
protección de sus derechos humanos. 

65	 Oficio N.º 0129-2024-DP/AMASPPI-PPI, del 20 de junio. Dirigido a la secretaria general del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables. Oficio N.º 0132-2024-DP/AMASPPI-PPI, del 20 de junio. Dirigido al secretario general del Ministerio de Cultura. 
Oficio N.º 0133-2024-DP/AMASPPI-PPI, del 20 de junio. Dirigido a la secretaría general del Ministerio de Educación. Oficio N.º 
0134-2024-DP/AMASPPI-PPI, del 20 de junio. Dirigido al secretario general del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 
Oficio N.º 0135-2024-DP/AMASPPI-PPI, del 20 de junio. Dirigido al secretario general del Ministerio de Salud. Oficio N.º 
0136-2024-DP/AMASPPI-PPI, del 20 de junio. Dirigido al secretario General del Ministerio Público. Oficio N.º 0137-2024-DP/
AMASPPI-PPI, del 20 de junio. Dirigido a la jefa de la Oficina Nacional de Justicia de Paz del Poder Judicial.

66	 “Lineamientos para la generación de servicios con pertinencia cultural a través de la incorporación de la variable étnica en 
las entidades públicas”. Disponible en: https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1956831/DS%20010-2021-MC%20-%20 
ANEXO%20-%20PUBLICACION%20DEL%20PERUANO.PDF.PDF?v=1624105657

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1956831/DS%20010-2021-MC%20-%20 ANEXO%20-%20PUBLICACION%20DEL%20PERUANO.PDF.PDF?v=1624105657
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1956831/DS%20010-2021-MC%20-%20 ANEXO%20-%20PUBLICACION%20DEL%20PERUANO.PDF.PDF?v=1624105657
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7.	 Efectuar un proceso de evaluación a los programas, planes, proyectos y/o intervenciones públicas que se 
realizan en territorio de los pueblos indígenas sobre la violencia sexual contra niñas, adolescentes y mujeres 
indígenas, a fin de identificar su impacto positivo y/o negativo en la población objetivo e incorporar mejoras a 
futuro para garantizar el derecho a una vida libre de violencia.

8.	 Reforzar las acciones de promoción y difusión sobre el derecho a una vida libre de violencia de las niñas, 
adolescentes y mujeres indígenas dirigidas a los/as servidores/as públicos/as, integrantes de los pueblos 
indígena.
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El 25 de junio de 2024 se realizó en el Congreso de la República una Sesión Extraordinaria conjunta entre 
la Comisión de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente y Ecología y la Comisión Especial 
Multipartidaria de Protección a la Infancia, cuyo objetivo fue abordar la atención de la alta tasa de denuncias 
sobre violación sexual, tocamientos indebidos y acoso a niñas, niños y adolescentes escolares de la provincia de 
Condorcanqui, departamento Amazonas.

En dicha sesión, participaron líderes indígenas de la provincia de Condorcanqui y funcionarios del Ministerio del 
Interior, Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, Ministerio de Cultura, Ministerio de Salud, Ministerio 
de Educación, Fiscalía de la Nación, Defensoría de Pueblo y el Gobierno Regional de Amazonas. 

Asimismo, la Comisión de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente y Ecología del Congreso de la 
República ha emitido el “Informe de Audiencia Pública Descentralizada en Santa María de Nieva - Condorcanqui”67, 
a través del cual da cuenta de la crítica situación que enfrenta la población de la provincia de Condorcanqui en 
materia de acceso a la educación y prevención de violencia sexual. Particularmente, se encontró que las niñas y 
niños integrantes de los pueblos Awajún y Wampis son especialmente vulnerables a la violencia sexual.

Por este motivo, mediante Oficio n.° 3145-2023-2024-CPAAAAE-CR de fecha 25 de junio de 2024, la Comisión 
ha solicitado a la presidencia del Congreso, con carácter de urgencia, priorizar el debate de cinco iniciativas 
legislativas relacionadas con esta problemática:

	Proyecto de ley 6431/2023-CR, que propone la “Ley que prohíbe la contratación de profesores, personal 
administrativo y auxiliares que cometen delitos contra la libertad sexual”. 

	Proyecto de ley 7481/2023-CR, que propone la “Ley que prohíbe las uniones de hecho con menores de edad”.
	Proyecto de ley 6113/2023-PE, que propone la “Ley que modifica la Ley n.° 29944, Ley de Reforma Magisterial, 

para establecer disposiciones sobre la inhabilitación permanente, prescripción de la acción disciplinaria e 
imprescriptibilidad para las conductas de hostigamiento sexual en el Sector Educación”. 

	Proyecto de ley 2217/2021-CR, que propone la “Ley que modifica el artículo 446° del Código Procesal Penal, 
Decreto Legislativo 957, Ley que establece la aplicación del proceso inmediato en delito de violación de la 
libertad sexual en agravio de menores de catorce años”.

	Proyecto de ley 6805/2023-CR, que propone la “Ley de reparación integral para las niñas, niños y adolescentes 
víctimas de violación de la libertad sexual”.

Considerando que estos proyectos tienen incidencia directa en el estatus de los derechos fundamentales de 
los niños, niñas y adolescentes. Así como del personal del Sector educación, y que determinan cambios en la 
regulación de los procesos y procedimientos administrativos que investigan, procesan y sancionan conductas 
que transgredan la libertad sexual de las niñas en edad escolar, es necesario que la Defensoría del Pueblo 
se pronuncie por la viabilidad de los referidos proyectos, con la finalidad de establecer la pertinencia de su 
aprobación, teniendo en cuenta que es competencia de este organismo constitucional la defensa de los derechos 
constitucionales y fundamentales de la persona y de la comunidad, así como supervisar el cumplimiento de los 
deberes de la administración estatal y la prestación de los servicios públicos a la ciudadanía.

Por tal motivo, luego de la evaluación de cada uno de los proyectos, a continuación, presentamos la siguiente 
opinión:

•	 Proyecto de ley 6431/2023-CR, “Ley que prohíbe la contratación de profesores, personal administrativo 
y auxiliares que cometen delitos contra la libertad sexual”. 

En reiteradas oportunidades la Defensoría del Pueblo se ha pronunciado en el sentido que la escuela debe ser un 
lugar seguro y ejemplar, donde el poder público garantice, promocione, proteja y demuestre la plena vigencia de los 
valores sociales plasmados en la Constitución Política y los tratados de derechos humanos suscritos por el Perú y 
no, un lugar donde estos se contravienen sin una sanción de por medio o acorde al delito o la falta cometida.

Esa posición concuerda con lo establecido en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC), específicamente en su artículo 13, al precisar que la educación debe orientarse hacia el 

67	 Remitido al Ministerio de Educación, mediante el Oficio 1085-2023-2024-CPAAAAE-CR el 13 de noviembre de 2023.
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pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, asimismo debe fortalecer el respeto 
por los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

Recordemos que la educación es reconocida como un derecho constitucional en la Constitución Política del Perú, 
donde se enfatiza que: “El educando tiene derecho a una formación que respete su identidad, así como al buen 
trato psicológico y físico” (Art. 15). Por su parte, la Ley General de Educación, Ley n.° 28044, exige al docente 
“idoneidad profesional, probada solvencia moral y salud física y mental que no ponga en riesgo la integridad de 
los estudiantes”68. 

Debido a la importancia de estas relaciones y situaciones, la legislación sectorial inclusive toma como exigencia 
jurídica la valoración de la solvencia moral necesaria del/a docente como una forma de hacer frente al riesgo o 
amenaza de vulneración de los derechos de las y los estudiantes, superando así un enfoque normativo que se 
base en el castigo penal o administrativo y la restitución de derechos luego de una de vulneración efectiva de los 
mismos. Se estable de esta manera un marco de protección a los y las estudiantes en su proceso de formación, 
desde un punto de vista garantista y de prevención del riesgo, antes que un enfoque correctivo, en resguardo de 
los derechos constitucionales a la integridad y educación de la niñez.

En este marco, las disposiciones que orienten la protección al menor en edad escolar o en el ejercicio pleno 
de su proceso enseñanza – aprendizaje en el sistema educativo, cumplirá el requisito de idoneidad para ser 
contrastado o ponderado con otra norma que impida su desarrollo y en el que pueda estar inmiscuido otros 
derechos constitucionales, como el trabajo, que por ejemplo contiene el proyecto en revisión: 

Artículo 1.- Objetivo de la Ley
La presente ley tiene como objetivo fortalecer las medidas de sanción contra profesores, personal 
administrativo y auxiliares que ejerciendo la docencia en la Educación Básica comenten actos de 
violencia sexual en agravio de menores de edad escolares, con la finalidad de garantizar la contratación 
de profesores idóneos para el servicio educativo en los programas educativos y en las Instituciones 
Educativas de Educación Básica en todo el territorio nacional.
Artículo 2.- Prohibiciones de contratación de profesores y personal administrativo y auxiliar sancionados 
por violencia sexual en agravio de menores escolares.
2.1. Se prohíbe la contratación de personal docente, administrativo y auxiliar sancionado administrativamente 
por la comisión de actos vinculados a violencia sexual cometidos contra menores de edad escolares, para 
laborar en Instituciones de Educación Básica públicas o privadas. 
2.2. Se prohíbe la contratación de personal docente, administrativo y auxiliar condenado por la comisión 
de delitos indicados en el artículo 2 de la Ley N°30901, cometidos en agravio de menores de edad 
escolares, para laborar en Instituciones de Educación Básica públicas o privadas.

Para analizar la idoneidad de esta medida, debemos considerar si la limitación al trabajo busca ponderar 
el derecho fundamental de otras personas en garantía de su dignidad y el cumplimiento de la legislación 
nacional e internacional en materia de derechos humanos. Para analizar la idoneidad de esta medida, 
debemos considerar si la limitación al trabajo busca ponderar el derecho fundamental de otras personas en 
garantía de su dignidad y el cumplimiento de la legislación nacional e internacional en materia de derechos 
humanos. Al respecto, la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, dispone que: “En todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 
el interés superior del niño” 69.

En ese sentido, el artículo 9.5 del Reglamento de la Ley Nro. 3406670, establece que: “las y los sujetos obligados 
y autoridades competentes de los procesos y procedimientos prevén la situación de vulnerabilidad temporal de la 
niña, niño o adolescente en particular o de un grupo de ellas o ellos. Ello exige que la determinación del interés 
superior del niño no sólo se limite al pleno disfrute de todos los derechos consagrados en la Convención, sino 
también de otras normas de derechos humanos (…)”.

68	 Artículo 56 de la Ley 28044
69	 Artículo 3.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño del 20 de noviembre de 1989.
70	 Decreto supremo n.° 002-2018-MIMP “Reglamento de la Ley 30466 Ley que establece parámetros y garantías procesales para 

la consideración primordial del interés superior del niño”.
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El mismo Reglamento establece que ante un conflicto entre normas debe realizarse una adecuada ponderación 
de derechos, donde se prefiera el carácter de vulnerabilidad del niño ante otra posición de menor menoscabo. 
Así, el artículo 8.3, manda que: “cuando se trata de la propia niña, niño o adolescente, se prefiere aquellos que 
garanticen a largo plazo su interés y desarrollo de manera integral. Tratándose de un grupo de niñas, niños o 
adolescentes, se analizan los intereses de las partes, caso por caso, para encontrar una solución adecuada; lo 
mismo se hace si entran en conflicto los derechos de otras personas con el interés superior del niño”.

Por tal motivo, la propuesta legislativa es idónea en la medida que trata de proteger el interés superior del niño 
frente a un supuesto de hecho en el que el docente u otro personal del Sector educación, quiera volver a laborar 
en el mismo sector donde causó un perjuicio al estudiante. Recordemos que por el interés superior del niño las 
autoridades y responsables de las entidades públicas y privadas deben garantizar el bienestar de la niña, niño 
o adolescente, y ese bienestar, entre otros, abarca una necesidad de seguridad, que garantice su desarrollo 
integral.

En este contexto, es indispensable evaluar tanto la necesidad y finalidad de la medida propuesta. No cabe duda, 
que la finalidad del proyecto es intrínseca al bienestar general, pues la protección de la dignidad e integridad 
del menor es esencial para mejorar la calidad de vida en nuestro país, considerando un enfoque de ciclo y curso 
de vida.

Respecto a la necesidad de la medida – que implica limitar el derecho al trabajo de aquellos profesionales que 
han cometido actos de violencia sexual y buscan reintegrarse en el mismo entorno- consideramos que la medida 
está plenamente justificada por el interés superior del niño. Y es que haciendo un análisis de los hechos, no se 
garantiza que el personal docente, administrativo y auxiliar sancionado por hechos vinculados a violencia sexual 
contra menores en edad escolar no reincida. Permitir que una persona que cometió este atropello a la dignidad 
de los estudiantes regrese a un ambiente escolar con escasos controles y seguimiento, es arriesgar la seguridad 
e integridad de las y los menores.

El artículo 9.4 del Reglamento de la Ley n.° 34066, establece que las autoridades y responsables de la entidades 
públicas y privadas deben garantizar no solo el bienestar de la niña, niño o adolescente, sino también “evalúan 
la seguridad y la integridad de cada niña, niño o adolescente en las circunstancias en que se encuentra en el 
preciso momento”.

En este sentido, toda situación de riesgo que involucre a niños, niñas y adolescentes en edad escolar y que esté 
sujeta a evaluación de las autoridades administrativas debe ser considerada como intolerable y por lo tanto debe 
erradicarse del sistema educativo.

Bajo estas premisas, consideramos que el proyecto de Ley 6431/2023-CR, es viable, al cumplir con los 
presupuestos de idoneidad, necesidad y finalidad.

•	 Proyecto de ley 6113/2023-PE, que propone la “Ley que modifica la Ley n.° 29944, Ley de Reforma 
Magisterial, para establecer disposiciones sobre la inhabilitación permanente, prescripción de la 
acción disciplinaria e imprescriptibilidad para las conductas de hostigamiento sexual en el Sector 
Educación”. 

Al respecto, la Defensoría del Pueblo mediante Oficio N.° 0571-2023-DP/PAD, remitió al Presidente de la Comisión 
de Educación, Juventud y Deporte su opinión con respecto a este proyecto de ley, indicando que es necesario 
y urgente su aprobación, a fin de garantizar el derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes con 
respeto a su dignidad e integridad física, psíquica y sexual,  así como para evitar la permanencia de docentes, 
nombrados y contratados que, no acreditan idoneidad profesional y salud física y mental para colaborar con la 
formación integral de los y las estudiantes.

La opinión tiene sustento luego que la Defensoría del Pueblo en su labor de supervisión del cumplimiento de los 
deberes de la administración estatal, advirtiera una serie de deficiencias en la determinación de la responsabilidad 
administrativa del personal docente denunciado por incurrir en conductas de violencia y hostigamiento sexual 
en agravio de los estudiantes, las cuales han permitido que profesores, cuya conducta de agresión y violencia 
sexual fue acreditada, permanezcan en la Carrera Pública Magisterial, no obstante que por ley se exige al docente 
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idoneidad profesional, probada solvencia moral y salud física y mental que no ponga en riesgo la integridad de 
los estudiantes.

Asimismo, la Defensoría del Pueblo en el Informe de Adjuntía n.° 004-2022-DP/AAE, concluyó que la Ley n.° 
29444, Ley de Reforma Magisterial, no ha previsto plazos de prescripción para el ejercicio de la potestad 
sancionadora disciplinaria que debe ser ejercida contra los docentes, sin embargo, ello no obsta a que para 
el ejercicio de la potestad disciplinaria se deban contemplar plazos para la ejecución de acciones concretas, 
pues en ningún supuesto la inacción o la dilación indebida por parte de las autoridades administrativas de las 
Instancias de Gestión Educativa Descentralizada es admisible, ya que la idoneidad del servicio que se busca 
garantizar tiene por destinatarios inmediatos a niñas, niños y adolescentes.

Siendo así, es importante la presentación de este proyecto de ley, en tanto ayuda a precisar en qué sentido debe 
regularse la figura de la imprescriptibilidad al proponer:

Artículo 3.- Incorporación del Artículo 49-A a la Ley N° 29944, Ley de Reforma Magisterial.
Incorporar el artículo 49-A a la Ley N° 29944, Ley de Reforma Magisterial, en los siguientes términos:
“Artículo 49-A. Prescripción de la Acción Disciplinaria
La potestad para determinar la existencia de una falta o infracción administrativa prescribe en los plazos 
y supuestos que establezca el Reglamento.
El cómputo del plazo de prescripción comienza a partir del día en que la falta o infracción se hubiera 
cometido, desde el día que se realizó la última acción constitutiva de la falta o infracción en el caso de 
ser continuadas, o desde el día en que la acción cesó, en el caso de acciones permanentes.
Puede ser declarada de oficio o a petición de parte; sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal a 
que hubiere lugar.
En el caso de las conductas establecidas en el literal f) del artículo 49 de la Ley, el ejercicio de la acción 
disciplinaria es imprescriptible”.

La propuesta establece que la potestad para determinar la existencia de una falta administrativa prescribe en 
los plazos y supuestos que establece el Reglamento de la Ley de la Reforma Magisterial. El Reglamento (Decreto 
Supremo n.° 004-2013-ED), en efecto, establece en su artículo 105° que: “el plazo de prescripción de la acción 
del proceso administrativo disciplinario es de un (01) año contado desde la fecha en que la Comisión Permanente 
o la Comisión Especial de Procesos Administrativos Disciplinarios para Docente hace de conocimiento la falta, a 
través del Informe Preliminar, al Titular de la entidad o quien tenga la facultad delegada”.

Esta regulación, hace mención del tiempo de prescripción de la acción del proceso administrativo disciplinario, 
es decir, que existe un año para que se formalice el inicio del procedimiento disciplinario contado desde la fecha 
que la Comisión de Procedimientos Disciplinarios (ordinaria o especial) pone en conocimiento de la presunta 
falta al Titular de la entidad (o quien tenga la facultad delegada).

Sin embargo, el inciso b) de la propuesta, establece que el plazo de prescripción comienza a partir del día en 
que la falta o infracción se hubiera cometido, es decir desde el acontecimiento del hecho cometido o conducta 
irregular, sin especificar cuanto es el tiempo que se debe computar desde ese momento; agregando en el inciso 
c), que la prescripción puede ser declarada de oficio o a petición de parte, sin perjuicio de las responsabilidades 
a que hubiera lugar.

En consecuencia, se establece la prescripción para la determinación de la existencia de una falta administrativa 
sin considerar el tiempo o plazo de cuanto hay que esperar para que prescriba la falta administrativa de realizado 
el hecho irregular. 

Si consideramos la remisión de este plazo a la Ley n.° 27444 “Ley del Procedimiento Administrativo General”, podemos 
colegir que serían cuatro (4) años, contado desde el día siguiente de la comisión de la irregularidad cometida.

Art. 252° del TUO de la Ley 27444:

252.1 La facultad de la autoridad para determinar la existencia de infracciones administrativas, prescribe 
en el plazo que establezcan las leyes especiales, sin perjuicio del cómputo de los plazos de prescripción 
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respecto de las demás obligaciones que se deriven de los efectos de la comisión de la infracción. En caso 
ello no hubiera sido determinado, dicha facultad de la autoridad prescribirá a los cuatro (4) años. 
252.2 EI cómputo del plazo de prescripción de la facultad para determinar la existencia de infracciones 
comenzará a partir del día en que la infracción se hubiera cometido en el caso de las infracciones 
instantáneas o infracciones instantáneas de efectos permanentes, desde el día que se realizó la última 
acción constitutiva de la infracción en el caso de infracciones continuadas, o desde el día en que la acción 
cesó en el caso de las infracciones permanentes. EI cómputo del plazo de prescripción sólo se suspende 
con la iniciación del procedimiento sancionador a través de la notificación al administrado de los hechos 
constitutivos de infracción que les sean imputados a título de cargo, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 255, inciso 3. Dicho cómputo deberá reanudarse inmediatamente si el trámite del procedimiento 
sancionador se mantuviera paralizado por más de veinticinco (25) días hábiles, por causa no imputable al 
administrado. (...)”.

Otra interpretación para considerar cuanto debe ser el plazo de prescripción para el inicio del procedimiento 
administrativo contado desde la comisión del hecho es remitirnos a lo previsto en el artículo 94° de la Ley n.° 
30057, que es de tres (3) años71.

Sin embargo, remitirnos a estas dos legislaciones no es la correcta, por cuanto no se puede considerar que la 
Ley del Servicio Civil es aplicable supletoriamente a la Ley de Reforma Magisterial, en materia en plazos de 
prescripción de la potestad disciplinaria, al ser ésta última una ley de carácter especial.

De igual modo, la Ley del Procedimiento Administrativo General tampoco es aplicable supletoriamente a la Ley 
de Reforma Magisterial, debido a que la primera, expresamente, no rige la potestad sancionadora disciplinaria 
sobre el personal de las entidades públicas, la cual se sustancia en base a la normativa especial de la materia.

Por tal motivo, estaríamos ante un supuesto de imprescriptibilidad para el inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario según la propia Ley de Reforma Magisterial, aplicable para los casos materia de análisis.

El problema de esta consideración es la interpretación que ha dado el Tribunal del Servicio Civil, concretamente 
en la Resolución de Sala Plena n.° 003-2019-SERVIR/TSC, donde mediante precedente administrativo ha 
determinado:

Para la duración del procedimiento disciplinario, el plazo de prescripción de un (1) año, contado a partir de 
la notificación de la resolución de inicio del procedimiento administrativo disciplinario, tal como lo hace 
la Ley 30057.

Para la determinación de la existencia de la falta, el plazo de cuatro (4) años, contados desde la comisión 
de la infracción, del día que se realizó la última acción constitutiva de la infracción o desde el día que la 
acción cesó, tal como lo hace la Ley 27444.

Ante tal precedente, como se ha indicado en el Informe de Adjuntía n.° 004-2022-DP/AAE, que vulnera el artículo 
103 de la Constitución Política del Perú, es necesario se precise el plazo de prescripción de la existencia de falta 
administrativa.

Ahora bien, en cuanto al plazo para la existencia de falta administrativa en casos de conductas de hostigamiento 
sexual y actos que atenten contra la integridad, indemnidad y libertad sexual tipificados como delitos en el 
Código Penal, el proyecto de ley plantea la imprescriptibilidad, lo cual, estamos de acuerdo, considerando que los 
actos de violencia y hostigamiento sexual repercuten negativamente en el comportamiento de la víctima, sobre 
todo cuando está en edad escolar, debido a que no solo puede afectar su desarrollo psicológico y emocional sino 
que puede configurarse en causal de deserción escolar.

71	 Artículo 94. Prescripción. -
	 La competencia para iniciar procedimientos administrativos disciplinarios contra los servidores civiles decae en el plazo de tres 

(3) años contados a partir de la comisión de la falta y uno (1) a partir de tomado conocimiento por la oficina de recursos humanos 
de la entidad, o de la que haga sus veces. 

(…)
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En ese sentido, debe garantizarse la investigación y sanción de este tipo de conductas, a fin de que el agresor, 
amparado en la prescripción de la potestad disciplinaria, no replique su conducta en agravio de otros escolares 
o de la misma víctima, bajo la premisa de que puede quedar impune por el solo paso del tiempo, y de que existe 
una infra valoración a este tipo de faltas muy graves, de parte de los operadores jurídicos en las instancias de 
gestión educativa.

A este punto, habría que considerar que la investigación de la falta por hostigamiento o violencia sexual, en 
lugares donde no existe la logística necesaria para el diligenciamiento de pruebas o la experiencia de realizar 
procedimientos de investigación disciplinaria, genera muchas veces que el procedimiento prescriba. Recordemos 
que la Defensoría del Pueblo revisó 101 casos de prescripción de Procedimientos Administrativos Disciplinarios 
(PAD) para docentes en el periodo 2018-202072, encontrando que 70 de estos fueron por vencimiento del plazo 
de duración del PAD (más de 1 año), 17 por vencimiento del plazo para iniciar el PAD (más de 1 año) y 14 por 
vencimiento del plazo para determinar la infracción (más de 4 años).

Por tal motivo, es necesario recalcar que, conforme lo señala el Tribunal Constitucional:

“(…) la figura jurídica de la prescripción no puede constituir, en ningún caso, un mecanismo para proteger 
jurídicamente la impunidad de las faltas que pudieran cometer los funcionarios o servidores públicos, 
puesto que esta institución del derecho administrativo sancionador no solo tiene la función de proteger 
al administrado frente a la actuación sancionadora de la administración, sino también, la de preservar 
que dentro de un plazo razonable los funcionarios competentes cumplan –bajo responsabilidad– con 
ejercer el poder de sanción de la administración contra quienes pueden ser pasibles de un procedimiento 
administrativo disciplinario”73.

Asimismo, es necesario insistir que la Ley n.° 29444, Ley de Reforma Magisterial, no ha previsto plazos de 
prescripción para el ejercicio de la potestad sancionadora disciplinaria; motivo por el cual, consideramos 
que la imprescriptibilidad establecida en el inciso d) del artículo 49-A del proyecto, lo que hace es ratificar 
esta categoría jurídica, que no fuera necesaria si es que no se habría emitido la Resolución de Sala Plena n.° 
003-2019-SERVIR/TSC, que establece plazos al debido procedimiento disciplinario en el Sector educación no 
acordes a su legislación especial.

Por tal motivo, para no generar inadecuadas interpretaciones es mejor considerar la imprescriptibilidad que 
propone la propuesta legislativa en análisis, evaluándose no considerar los incisos a) y b) del proyecto, conforme 
a lo sustentado en párrafos precedentes. 

De igual manera, consideramos que para una eficiente intervención disciplinaria de la Comisión de 
Procedimientos Administrativos en el Sector educación, sobre todo en casos de hostigamiento y violencia sexual 
contra estudiantes, se establezca la responsabilidad de las Direcciones o Gerencias Regionales de Educación de 
hacer seguimiento o monitoreo programado, bajo responsabilidad, del cumplimiento de los plazos que duraría 
un procedimiento administrativo disciplinario por las faltas administrativas antes referidas, a fin que no prescriba 
el inicio del procedimiento administrativo desde el informe de precalificación (1 año) y la duración del propio 
procedimiento administrativo luego de iniciado (1 año).

•	 Proyecto de Ley 7481-2023/CR, que prohíbe las uniones de hecho con menores de edad.

La Defensoría del Pueblo ha tenido una sólida posición contraria al matrimonio de niños, niñas y adolescentes, 
como lo demuestran los Informes Jurídicos Especializados N.º 0012-2022-DP/ANA y 0005-2020-ANA/DP, 
respecto de proyectos de Ley que proponían su eliminación dentro de la normatividad nacional. Dicha posición 
se fundamenta en las siguientes consideraciones:

a)	 Las uniones a temprana edad, sean de hecho o de derecho, coloca a las niñas y adolescentes en situaciones 
de mayor vulnerabilidad debido a la violencia que pueden experimentar dentro de las relaciones de pareja.

72	 Defensoría del Pueblo (2022) “Protección de niñas, niños y adolescentes frente a actos de violencia de parte de personal 
docente: Principio de especialidad, inexistencia de plazos de prescripción e interés superior de la niñez en el caso del régimen 
disciplinario magisterial”. https://www.defensoria.gob.pe/informes/informe-de-adjuntia-n-004-2022-dp-aae/

73	 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia recaída en el Expediente n.° 2775- 2004-AA/TC, Fundamento 3

https://www.defensoria.gob.pe/informes/informe-de-adjuntia-n-004-2022-dp-aae/
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b)	 Los estándares internacionales exigen que la edad mínima para que las personas contraigan matrimonio 
o convivan legalmente es no menor de 18 años.

c)	 Las uniones o matrimonios a temprana edad impactan negativamente en los siguientes derechos:

i.	 Derecho a la autonomía progresiva de los adolescentes.
ii.	 Derecho a la vida integridad personal en tanto que pueden ser víctimas de todo tipo de violencia.
iii.	 Derecho a la dignidad de la persona, porque a través de este tipo de situaciones pueden estar 

escondiéndose otras prácticas delictivas como la explotación sexual, trata de personas, etc.
iv.	 El derecho a la salud de las adolescentes, en la medida que favorecen los embarazos tempranos 

lo que las predispone a una mayor morbi-mortalidad materna.
v.	 Derecho a la educación y el desarrollo integral, ya que las uniones de hecho o el matrimonio 

infantil, así como el embarazo precoz constituyen importantes obstáculos para asegurar sus 
oportunidades en igualdad.

Sin embargo, considera que el Proyecto de Ley 7481-2023/CR que propone prohibir las uniones de hecho de 
personas menores de 18 años de edad, no resulta viable, ya que dichas uniones no se encuentran reconocidas 
en la normatividad vigente.

Ello es así porque el artículo 326 del Código Civil que se pretende modificar no reconocen las mismas, en 
tanto, contiene una definición de uniones hecho restrictiva74, al no admitir el concubinato de personas que 
se encuentran impedidas de contraer matrimonio, como es el caso de los niños, niñas y adolescentes, por 
imperio de lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 24175 y el artículo 24876 del Código Civil. Es decir, para todo 
efecto legal o jurídico las uniones de hecho de personas menores de 18 años de edad se encuentran fuera del 
ordenamiento legal vigente.

En ese sentido, sería aconsejable que la fórmula legal sea únicamente por la incorporación del artículo 326-A 
para tener una prohibición expresa a las uniones de hecho.

•	 Proyecto de Ley Proyecto de Ley 2217/2021-CR, que propone la “Ley que modifica el artículo 446° 
del Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 957, Ley que establece la aplicación del proceso 
inmediato en delito de violación de la libertad sexual en agravio de menores de catorce años.

La Defensoría del Pueblo luego de un riguroso examen de la propuesta legislativa, a través del Informe Jurídico 
especializado N° 003-2022-DP/ANA, de fecha 12 de agosto de 2022, concluyó en el sentido de considerar como 
no viable la misma, en atención básicamente a las siguientes consideraciones:

a)	 No se ajusta lo establecido en el artículo 446 del Código Procesal Penal, que ha previsto como presupuestos 
de procedencia de dicho proceso, la concurrencia de los siguientes requisitos: i) evidencia delictiva, es 
decir, que exista presencia de flagrancia, confesión sincera o suficientes elementos de convicción; y, ii) 
ausencia de complejidad del caso. 

	 Ello en la medida de que la mayoría de los casos de violación sexual en agravio de niños niñas y 

74	 El profesor Enrique Varsi Rospigliosi, define el concubinato como “aquella unión que cumple con todos los requisitos 
establecidos por nuestra normativa para generar efectos jurídicos, tanto personales como patrimoniales. Se encuentra 
conformada por sujetos que se encuentran libres de impedimento matrimonial y que, por lo tanto, en cualquier momento, 
cuando lo deseen, pueden contraer matrimonio”. En: Tratado de Derecho de las Familias, Tomo II. Lima, 2011, p. 395. Resaltado 
nuestro. En el mismo sentido, el maestro Cornejo Chávez, afirma luego de definir el concubinato en sentido estricto, “que se 
infiere que no solamente la relación sexual esporádica y el libre comercio carnal, sino también la convivencia violatoria de 
alguna insalvable disposición legal relativa a los impedimentos para contraer matrimonio, queda excluida del concepto estricto 
de concubinato”. Asimismo, agrega de manera clara:” la unión que de algún modo se ampara es solamente aquella que en 
doctrina se llama concubinato estricto sensu, es decir, la unión de hecho entre un varón y una mujer que podrían casarse 
legalmente, pues lo contrario sería inmoral y perjudicaría eventualmente legítimos derechos de tercero”. En: Derecho Familiar 
Peruano, Tomo I, Lima, 1987, pp. 71 y 81. Resaltado nuestro.

75	 Impedimentos Absolutos
	 Artículo 241.- No pueden contraer matrimonio:
	 1. Las personas menores de dieciocho años de edad. Resaltado nuestro.
76	 Artículo 248.- Diligencias para matrimonio civil
	 Quienes pretendan contraer matrimonio civil lo declararán oralmente o por escrito al alcalde provincial o distrital del domicilio 

de cualquiera de ellos. Asimismo, podrán contraer matrimonio civil ante notario de la provincia del domicilio de cualquiera de 
los contrayentes. En ninguno de estos casos se permite contraer matrimonio a personas menores de dieciocho años de 
edad. Resaltado nuestro.
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adolescentes se cometen en la clandestinidad, sin testigos, lo que implica que los elementos de prueba 
no resulten tan irrefutables, lo que determina cierta complejidad de la actividad probatoria.

b)	 No se condice con lo establecido en el Acuerdo Plenario N.° 2-2016/CJ-1162, que estableció y reconoció 
como criterio jurisprudencial, un presupuesto adicional: la gravedad del delito imputado desde la 
perspectiva de la conminación penal, es decir, del marco punitivo previsto en el tipo penal, que como es 
ese conocimiento en el caso del delito de violación sexual de menores de 14 años de edad, es de cadena 
perpetua.

Dicha rigurosidad punitiva conlleva a la necesidad de llevar a cabo una actividad probatoria más amplia 
y completa, que garantice en su totalidad los derechos de tutela jurisdiccional, acceso a la justicia y 
debido proceso tanto de las personas menores de edad víctimas de este delito, como de los imputados 
y procesados por este delito. Debiéndose tener presente que la celeridad podría afectar el derecho a una 
investigación diligente y generar una impunidad no desea, más aún considerando el carácter clandestino 
de este tipo de delitos, en cuyos casos la prueba directa se da en pocos casos.

•	 Proyecto de Ley n.° 06805/2023-CR, mediante el cual se propone la “Ley de reparación integral para 
las niñas, niños y adolescentes víctimas de violación de la libertad sexual”. 

En principio la Defensoría del Pueblo considera importante las iniciativas dirigidas a consagrar legislativamente 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos, y en ese sentido saluda el presente proyecto 
de ley.

Sin embargo, considera insuficiente la misma en tanto sólo se centra parcialmente en uno de los derechos y en 
uno de los delitos que padecen los niños, niñas y adolescentes del país.

En ese sentido, resulta indispensable que la normatividad relativa a los derechos de las víctimas menores de edad 
de delitos, abarquen la totalidad de ellos: derecho a un trato digno y comprensivo, derecho a la protección contra 
la discriminación, derecho a ser informado, derecho a ser oído y a expresar opiniones y preocupaciones, derecho 
a una asistencia eficaz, derecho a la intimidad, derecho a ser protegido de sufrimientos durante el proceso de 
justicia, derecho a la seguridad, derecho a medidas preventivas especiales, reconocidos en las Directrices sobre 
la Justicia en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos de las Naciones Unidas77.

Asimismo, considera que el reconocimiento de estos derechos, incluido el derecho a la reparación, debe alcanzar 
a todos y todas los niños, niñas y adolescentes víctimas de cualquier tipo de conducta considerada delictiva 
dentro de la normatividad nacional, en el marco de un sistema de administración de justicia que se encuentre 
adaptada a sus necesidades.

En todo caso, consideramos pertinente indicar que la regulación del derecho a la reparación de los niños, 
niñas y adolescentes víctimas de delitos, debe concordar con lo señalado en el instrumento internacional antes 
mencionado, en tanto del mismo surgen estándares mínimos que deben ser respetados por todos los Estados. 

De allí que sea pertinente lo señalado en los párrafos 35, 36 y 37:

Siempre que sea posible, los niños víctimas y testigos de delitos deberán recibir reparación, a fin 
de conseguir su plena indemnización, reinserción y recuperación.
Los procedimientos para obtener y hacer ejecutoria una reparación deberá ser fácilmente accesibles 
y adaptados a los niños.
Siempre y cuando los procedimientos estén adaptados a los niños y se respeten las presentes 
Directrices, se deberán fomentar procedimientos penales y de reparación combinados, junto con 
mecanismos extrajudiciales y comunitarios como los de justicia restaurativa.
La reparación puede incluir el resarcimiento por parte del delincuente por orden judicial, ayuda 
proveniente de los programas de indemnización de las víctimas administrados por el Estado y el 
pago de daños y perjuicios ordenado en procedimientos civiles. Siempre que sea posible, se deberá 

77	 Aprobado mediante resolución 2005/20, de 22 de julio de 2005, del Consejo Económico y Social. E/2005/INF/2/Add.1
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considerar el costo de la reinserción social y educacional, el tratamiento médico, la atención de 
salud mental y los servicios jurídicos. Deberán establecerse procedimientos que garanticen que la 
ejecución de las órdenes de reparación y el pago en concepto de reparación se anteponga a la de 
las multas.

Por estas consideraciones, la Defensoría del Pueblo, por el momento, no considera viable el proyecto en la 
medida que no incorpora a todos los derechos de información, participación, protección, reparación y asistencia 
que poseen todas las víctimas de delitos menores de edad, por lo que insta a que durante la  elaboración 
y discusión del mismo pueda tomar como referencia la “Ley modelo de justicia en asuntos concernientes a 
menores víctimas y testigos de delitos”, publicado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito78, con la finalidad de lograr una mejor adecuación a los estándares mínimos internacionales a los que el 
Estado peruano está obligado.

78	 Disponible en: https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Justice_in_matters_ES.pdf

https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Justice_in_matters_ES.pdf


43

BALANCE DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS POR LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO Y AGENDA 
PENDIENTE PARA RESTITUIR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA NIÑEZ AWAJÚN.

CAPÍTULO 4. 
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Según la información disponible en la plataforma “Consulta Amigable” del Ministerio de Economía y Finanzas 
(MEF) respecto a la ejecución presupuestal de la UGEL Condorcanqui (Unidad Ejecutora del Gobierno Regional 
De Amazonas), se observa que el mayor porcentaje del presupuesto está asignado al pago de remuneraciones 
con el 97 % del Presupuesto Institucional Modificado (PIM), (en la genérica del Personal y obligaciones sociales), 
como se detalla en el siguiente cuadro:

Año de Ejecución: 2024
Incluye: Actividades y Proyectos

TOTAL, PERU 240,806,216,645 253,833,681,804 % 100,884,740,711 39.7

Pliego 440: GOBIERNO 
REGIONAL DEL 
DEPARTAMENTO DE 
AMAZONAS

1,359,236,282 1,404,529,354 618,861,854 44.1

Unidad Ejecutora 302-1220: 
REGION AMAZONAS-
EDUCACION CONDORCANQUI

111,493,802 116,011,534 49,062,057 42.3

Genérica PIA PIM %
Ejecución

Avance %
Devengado

5-21: PERSONAL Y 
OBLIGACIONES SOCIALES

107,581,090 112,037,710 97% 47,827,647 42.7

5-22: PENSIONES Y OTRAS 
PRESTACIONES SOCIALES

1,168,899 1,196,619 1% 559,382 46.7

5-23: BIENES Y SERVICIOS 2,713,813 2,747,205 2% 675,028 24.6

6-26: ADQUISICION DE 
ACTIVOS NO FINANCIEROS

30,000 30,000 0% 0 0.0

Fuente: Consulta amigable del 24 de junio de 2024 (MEF)

Asimismo, solamente 2 % del PIM está destinado para la compra y/o adquisición de bienes y servicios, lo cual 
incluye las subgenéricas: Bienes y Servicios. Dentro de la sub genérica de gasto “Compra de bienes”, el mayor 
porcentaje de presupuesto se destina para la compra de materiales y útiles, representando el 91 % del PIM de 
compra de bienes, tal como se detalla en el siguiente cuadro:

Unidad Ejecutora 302-1220: 
REGION AMAZONAS-EDUCACION 

CONDORCANQUI
111,493,802 116,011,534 % 49,062,057 42.3

Genérica 5-23: BIENES Y SERVICIOS 2,713,813 2,747,205 675,028 24.6

Sub-Genérica 1: COM PRA DE BIENES 500,669 687,795 82,170 11.9

Detalle Sub-Genérica PIA PIM
%

Ejecución
Avance %

Devengado

3: COMBUSTIBLES, CARBURANTES, 
LUBRICANTES Y AFINES

3,550 22,896 3% 0 0.0

5: MATERIALES Y UTILES 457,364 625,144 91% 50,198 8.0

1: DE OFICINA 21,534 189,314 28% 37,802 20.0

3: ASEO, LIMPIEZA Y COCINA 435,830 435,830 63% 12,396 2.8

8: SUMINISTROS MEDICOS 32,955 32,955 5% 31,972 97.0

99: COMPRA DE OTROS BIENES 6,800 6,800 1% 0 0.0

Fuente: Consulta amigable del 24 de junio de 2024 (MEF)
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En cuanto a la sub genérica de gasto “Contratación de servicios”, el mayor porcentaje de presupuesto se destina 
al pago de servicios básicos (agua, luz, internet), representando el 35 % del PIM de servicios y el pago de 
servicios profesionales representa el 40 % del PIM de servicios, tal como se detalla en el siguiente cuadro:

Unidad Ejecutora 302-1220: 
REGION AMAZONAS-EDUCACION 

CONDORCANQUI
111,493,802 116,011,534 % 49,062,057 42.3

Genérica 5-23: BIENES Y SERVICIOS 2,713,813 2,747,205 675,028 24.6

Sub-Genérica 2: CONTRATACION DE 
SERVICIOS

2,213,144 2,059,410 592,858 28.8

Detalle Sub-Genérica PIA PIM %
Ejecución

Avance %
Devengado

1: VIAJES 252,031 265,427 13% 140,277 52.9

2: SERVICIOS BASICOS, 
COMUNICACIONES, PUBLICIDAD Y 
DIFUSION

714,637 714,637 35% 101,306 14.2

1: SERVICIOS DE ENERGIA ELECTRICA, 
AGUA Y GAS

333,154 241,122 12% 42,604 17.7

2: SERVICIOS DE TELEFONIA E INTERNET 381,483 473,515 23% 58,703 12.4

5: ALQUILERES DE MUEBLES E INMUEBLES 0 132,000 6% 0 0.0

7: SERVICIOS PROFESIONALES Y 
TECNICOS

1,246,476 823,454 40% 325,771 39.6

5: PRACTICANTES, SECIGRISTAS Y 
SIMILARES

411,000 411,000 20% 126,976 30.9

9: SERVICIOS DE ORGANIZACION DE 
EVENTOS

5,000 5,000 0% 0 0.0

10: SERVICIO POR ATENCIONES Y 
CELEBRACIONES

0 20,000 1% 0 0.0

11: OTROS SERVICIOS 830,476 387,454 19% 198,795 51.3

2: TRANSPORTE Y TRASLADO DE CARGA, 
BIENES Y MATERIALES

829,401 386,379 19% 198,795 51.5

6: SERVICIO DE IMPRESIONES, 
ENCUADERNACION Y EMPASTADO

1,075 1,075 0% 0 0.0

9: LOCACIÓN DE SERVICIOS REALIZADOS 
POR PERSONA NATURAL

0 123,892 6% 25,503 20.6

Fuente: Consulta amigable del 24 de junio de 2024 (MEF)

Finalmente, al analizar la ejecución del presupuesto histórico de la UGEL Condorcanqui, se observa que en los 
últimos años (2021-2023) se ha logrado más del 99 % de ejecución presupuestal, lo que significa que la unidad 
ejecutora ha cumplido eficazmente con la ejecución de los recursos asignados anualmente, tal como se detalla 
en los siguientes cuadros:

Unidad Ejecutora 302-1220: REGION AM 
AZONAS-EDUCACION CONDORCANQUI

90,471,119 114,837,368 114,718,305 99.9

Genérica de gasto 2023 PIA PIM
Ejecución

Avance %
Devengado

5-21: PERSONAL Y OBLIGACIONES SOCIALES 80,465,918 100,397,505 100,397,505 100.0

5-22: PENSIONES Y OTRAS PRESTACIONES 
SOCIALES

1,400,432 1,459,695 1,459,695 100.0

5-23: BIENES Y SERVICIOS 8,569,169 11,570,032 11,489,973 99.3
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5-25: OTROS GASTOS 0 673,327 673,327 100.0

6-26: ADQUISICION DE ACTIVOS NO 
FINANCIEROS

35,600 736,809 697,805 94.7

Unidad Ejecutora 302-1220: REGION 
AMAZONAS-EDUCACION CONDORCANQUI

80,889,542 93,937,431 93,612,880 99.7

Genérica de gasto 2022 PIA PIM
Ejecución

Avance %
Devengado

5-21: PERSONAL Y OBLIGACIONES SOCIALES 74,111,566 80,445,276 80,412,776 100.0

5-22: PENSIONES Y OTRAS PRESTACIONES 
SOCIALES

1,206,720 1,327,740 1,327,740 100.0

5-23: BIENES Y SERVICIOS 5,563,256 11,875,415 11,583,364 97.5

5-25: OTROS GASTOS 0 156,000 156,000 100.0

6-26: ADQUISICION DE ACTIVOS NO 
FINANCIEROS

8,000 133,000 133,000 100.0

Unidad Ejecutora 302-1220: REGION 
AMAZONAS-EDUCACION CONDORCANQUI

75,828,493 87,520,889 87,456,522 99.9

Genérica de gasto 2021 PIA PIM
Ejecución

Avance %
Devengado

5-21: PERSONAL Y OBLIGACIONES SOCIALES 70,991,790 78,025,411 78,025,410 100.0

5-22: PENSIONES Y OTRAS PRESTACIONES 
SOCIALES

1,221,520 1,531,120 1,531,120 100.0

5-23: BIENES Y SERVICIOS 3,615,183 6,969,120 6,904,754 99.1

5-25: OTROS GASTOS 0 916,627 916,627 100.0

6-26: ADQUISICION DE ACTIVOS NO 
FINANCIEROS

0 78,611 78,611 100.0

Fuente: Consulta amigable del 24 de junio de 2024 (MEF)

	
La ejecución presupuestal de la UGEL Condorcanqui (UE) en los últimos años ha alcanzado más del 99,9 % del 
PIM, destinados al pago de remuneraciones, pensiones sociales, la adquisición de bienes (materiales de oficina, 
aseo, limpieza y cocina, suministros médicos, materiales de enseñanza, entre otros) y la contratación de servicios 
(viajes, publicidad, comunicaciones, limpieza, seguridad, servicios de practicantes y secigristas, transporte y 
traslado de carga, impresiones, CAS y locadores, entre otros). 

En consecuencia, la ejecución presupuestal ha dejado a la UGEL Condorcanqui sin fondos disponibles para cubrir 
situaciones por emergencia este año, motivo por el cual el Ministerio de Educación (MINEDU) está gestionando 
una transferencia de S/4.2 millones a la región Amazonas, de los cuáles S/1.2 millones se destinarán a mejorar 
el servicio educativo en la provincia de Condorcanqui. Esto permitirá financiar gastos de gestión institucional 
y pedagógicos en UGEL Condorcanqui79. De la misma manera, el MINEDU está enviando 3 psicólogos, 3 
especialistas pedagógicos en lengua originaria awajún y 2 abogados para que laboren en la UGEL Condorcanqui 
desde el 24 de junio hasta diciembre de 2024.

Sin embargo, al ser estas transferencias y asignaciones de personal de carácter temporal para atender la 
emergencia actual. Por ello, corresponde a la unidad ejecutora de la UGEL Condorcanqui proyectar en su 
presupuesto para el año 2025 la asignación de mayores recursos por parte del MEF, que le permitan atender con 
mayor inmediatez cualquier situación de emergencias que se presente en el futuro.

79	 https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/974840-minedu-pedira-al-ministerio-publico-reapertura-de-casos-de-
violacion-sexual-en-condorcanqui-prescritos-en-la-via-administrativa

https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/974840-minedu-pedira-al-ministerio-publico-reapertura-de-casos-de-violacion-sexual-en-condorcanqui-prescritos-en-la-via-administrativa
https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/974840-minedu-pedira-al-ministerio-publico-reapertura-de-casos-de-violacion-sexual-en-condorcanqui-prescritos-en-la-via-administrativa
https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/974840-minedu-pedira-al-ministerio-publico-reapertura-de-casos-de-violacion-sexual-en-condorcanqui-prescritos-en-la-via-administrativa
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Respecto al gasto destinado para el personal contratado en la UGEL Condorcanqui, se registra un incremento 
en el presupuesto (PIM) desde 40 millones de soles en el 2021 hasta 61.9 millones en la actualidad, lo que 
representa el 82 % del total en la especifica de gasto “Personal de magisterio”. Asimismo, para el personal 
nombrado el presupuesto se incrementó desde 11.4 millones en el 2021 hasta 13.8 millones en el 2024, lo que 
representa el 18 % del total en la especifica de gasto “Personal de magisterio”.

Unidad Ejecutora 302-1220: REGION 
AMAZONAS-EDUCACION CONDORCANQUI

111,493,802 116,011,534 59,457,690 51.3

Genérica 5-21: PERSONAL Y OBLIGACIONES 
SOCIALES

107,581,090 112,037,710 57,641,308 51.4

Sub-Genérica 1: RETRIBUCIONES Y 
COMPLEMENTOS EN EFECTIVO

96,857,816 101,075,401 49,646,101 49.1

Detalle Sub-Genérica 2: PERSONAL DEL 
MAGISTERIO

86,344,777 90,430,362 46,025,109 50.9

Específica 1: PERSONAL DEL MAGISTERIO 71,797,873 75,838,858 40,203,347 53.0

Detalle Específica 2024 PIA PIM
Ejecución

Avance %
Devengado

1: PERSONAL NOMBRADO 13,774,710 13,874,710 9,263,596 66.8

2: PERSONAL CONTRATADO 58,023,163 61,964,148 30,939,752 49.9

Unidad Ejecutora 302-1220: REGION 
AMAZONAS-EDUCACION CONDORCANQUI

90,471,119 114,837,368 114,718,305 99.9

Genérica 5-21: P ERSONAL Y OBLIGACIONES 
SOCIALES

80,465,918 100,397,505 100,397,505 100.0

Sub-Genérica 1: RETRIBUCIONES Y 
COMPLEMENTOS EN EFECTIVO

77,028,456 96,274,117 96,274,117 100.0

Detalle Sub-Genérica 2: PERSONAL DEL 
MAGISTERIO

67,007,853 83,629,235 83,629,235 100.0

Específica 1: P ERSONAL DEL MAGISTERIO 55,955,586 70,027,399 70,027,399 100.0

Detalle Específica 2023 PIA PIM
Ejecución

Avance %
Devengado

1: PERSONAL NOMBRADO 12,370,582 13,674,392 13,674,392 100.0

2: PERSONAL CONTRATADO 43,585,004 56,353,007 56,353,007 100.0

Unidad Ejecutora 302-1220: REGION AMAZONAS-
EDUCACION CONDORCANQUI

80,889,542 93,937,431 93,612,880 99.7

Genérica 5-21: PERSONAL Y OBLIGACIONES 
SOCIALES

74,111,566 80,445,276 80,412,776 100.0

Sub-Genérica 1: RETRIBUCIONES Y 
COMPLEMENTOS EN EFECTIVO

70,775,813 76,927,080 76,894,580 100.0

Detalle Sub-Genérica 2: PERSONAL DEL 
MAGISTERIO

60,820,407 65,576,981 65,544,481 100.0

Específica 1: PERSONAL DEL MAGISTERIO 49,402,812 52,122,913 52,090,413 99.9

Detalle Específica 2022 PIA PIM
Ejecución

Avance %
Devengado

1: PERSONAL NOMBRADO 11,021,318 11,412,042 11,412,042 100.0

2: PERSONAL CONTRATADO 38,381,494 40,710,871 40,678,371 99.9
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Unidad Ejecutora 302-1220: REGION 
AMAZONAS-EDUCACION CONDORCANQUI

75,828,493 87,520,889 87,456,522 99.9

Genérica 5-21: PERSONAL Y OBLIGACIONES 
SOCIALES

70,991,790 78,025,411 78,025,410 100.0

Sub-Genérica 1: RETRIBUCIONES Y 
COMPLEMENTOS EN EFECTIVO

67,980,476 74,810,778 74,810,778 100.0

Detalle Sub-Genérica 2: PERSONAL DEL 
MAGISTERIO

58,603,204 64,519,487 64,519,487 100.0

Específica 1: PERSONAL DEL MAGISTERIO 52,388,294 51,600,061 51,600,061 100.0

Detalle Específica 2021 PIA PIM
Ejecución

Avance %
Devengado

1: PERSONAL NOMBRADO 12,064,045 11,484,273 11,484,273 100.0

2: PERSONAL CONTRATADO 40,324,249 40,115,788 40,115,788 100.0

Fuente: Consulta amigable del 25 de junio de 2024 (MEF)
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CONCLUSIONES 
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1.	 Las niñas y adolescentes indígenas enfrentan múltiples barreras estructurales de tipo geográfico, económico, 
sociocultural y lingüístico que dificultan su acceso y permanencia en la educación secundaria, así como su 
acceso a servicios de salud sexual y reproductiva, lo cual limita su desarrollo integral y se encuentran expuestas 
a mayores riesgos de violencia.

2.	 Las acciones de prevención y atención a la violencia sexual contra niñas, y adolescentes indígenas aún son 
insuficientes e inadecuadas, reflejando la necesidad de fortalecer las políticas y programas con un enfoque 
intercultural que responda a las particularidades y necesidades específicas de estas poblaciones, para ello se 
requiere una asignación presupuestal orientada a la erradicación de la violencia. 

3.	 Se ha puesto en evidencia la grave situación de impunidad en torno a los casos de violencia sexual contra 
niñas y adolescentes indígenas, especialmente en comunidades rurales amazónicas, debido a la insuficiente 
presencia y cobertura de los servicios de justicia y protección del Estado en dichas zonas.

4.	 Es fundamental impulsar mecanismos efectivos de denuncia y seguimiento a los casos de violencia sexual 
contra niñas y adolescentes indígenas, así como fortalecer el acompañamiento y empoderamiento de las 
comunidades y organizaciones indígenas en estos procesos, a fin de enfrentar y combatir la impunidad que 
caracteriza estas situaciones.

5.	 La falta de información estadística desagregada y de calidad sobre la prevalencia de la violencia sexual contra 
estudiantes indígenas limita la posibilidad de contar con insumos adecuados para el diseño e implementación 
de políticas y programas más efectivos en la materia.

6.	 Las entidades públicas encargadas de atender los casos de violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes 
indígenas deben garantizar la disponibilidad de traductores e intérpretes y registrar detalladamente las 
intervenciones, para así poder evaluar su impacto y efectividad. Además, es importante que estas mismas 
entidades reconozcan y enfrenten los desafíos específicos en la implementación de políticas culturalmente 
pertinentes, asegurando así una protección integral y efectiva de los derechos de esta población vulnerable.

7.	 La UGEL Condorcanqui debe consolidar la información relativa a la cantidad de docentes contratados y 
nombrados que conforman su plana docente, así como el monto en soles de sus respectivas remuneraciones, 
con el fin de proyectar y solicitar una ampliación presupuestaria para la genérica de Gasto de Personal de 
Magisterio (contratados y nombrados) de la UGEL Condorcanqui. El incremento presupuestario se justifica 
ante el inminente reemplazo de docentes en la UGEL Condorcanqui que registran denuncias activas ante la 
fiscalía.
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